Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 45 minutos.) 


-La Comisión de Presupuesto integrada con Hacienda del Senado tiene el gusto de recibir a 
las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Tiene la palabra el señor Ministro de Economía y Finanzas. 
SEÑOR MINISTRO.- Buenos días. 


En el día de hoy tenemos previsto abarcar las explicaciones y fundamentos de un número 
importante de artículos. Para ello, me voy a permitir repasarlos para estar seguro de que manejaremos 
la misma agenda de trabajo. 


Ante todo, abordaremos las “Disposiciones Generales” contenidas en los artículos 1* y 2? de 
la Sección | del proyecto de ley de Rendición de Cuentas, para luego considerar la parte relativa al 
“Ordenamiento Financiero”, comprendida en los artículos 17 a 30. 


A continuación, nos gustaría hacer un comentario específico sobre el artículo 31, que viene 
de la Cámara de Diputados, correspondiente al Inciso 02, “Presidencia de la República”. 


Luego pasaríamos a considerar el Inciso 05, “Ministerio de Economía y Finanzas” para 
después abarcar los capítulos relativos a “Subsidios y Subvenciones” y Organismos del artículo 220 de 
la Constitución, es decir, ANEP, UdelaR, INAU, ASSE y Universidad Tecnológica del Uruguay. 


Finalmente, abordaríamos los temas referidos a recursos y a aspectos contenidos en la 
normativa de disposiciones básicas. 


Esta es la agenda que nos hemos previsto pero, en caso de surgir dudas sobre algún otro 
tema, lo podremos también considerar. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De acuerdo, señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Como es habitual, el artículo 1? del proyecto de ley procede a establecer cuál ha 
sido el resultado de la ejecución de la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución Presupuestal 
correspondiente al Ejercicio 2012. En ese sentido, en su literal A) se establece que el resultado 
propiamente dicho de ejecución presupuestal, contenido en la información que se adjunta a la 
iniciativa, corresponde a $ 20.307:657.000. 


En el literal B) se dice que el monto por concepto de operaciones extrapresupuestarias, 
derivadas de la aplicación de normas legales, asciende a $ 13.387:939.000. 


Por su parte, el artículo 2? establece los plazos de vigencia de la normativa propuesta y 
regula los mecanismos de ajustes de los distintos créditos, correspondientes a partidas de sueldos, 
gastos de funcionamiento e inversiones. 


Hasta aquí la consideración de los artículos 1* y 2* del proyecto de ley. 
No sé si habría alguna pregunta que formular sobre lo que acabo de presentar. 


SEÑOR TAJAM.- Si me permite, señora Presidenta, quisiera hacer un pedido al señor Ministro. 


Más allá de darle la bienvenida al señor Ministro y a sus asesores, desearía que de forma muy 
somera nos destacara los principales elementos que componen el resultado extraordinario de esos $ 
13.387:000.000, y ello obedece al hecho de que este será un tema a discutir con relación al déficit 
global. Por eso me interesa abundar en él. Por ejemplo, en el cuadro 12 hay algunos puntos, como el 
del Banco Central, que nos gustaría que se profundizaran. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- Efectivamente, como señalaba el señor Senador Tajam, la información relativa a 
estas partidas extrapresupuestales están contenidas en el cuadro 12 correspondiente al Tomo | de 
Resúmenes. Como puede apreciarse, el componente más importante es la capitalización del Banco 
Central del Uruguay. Después hay, como es habitual -y dada la envergadura de los stocks existentes- 
diferencias de cotizaciones por canje de Bonos del Tesoro. En operaciones de canje de títulos, donde 
se cambian los plazos de emisión de los distintos instrumentos financieros para que la operación que 
se cancela arbitre, generándose entonces la nueva obligación -como originariamente los títulos están 
emitidos a tasas de interés que hoy no están vigentes- así se establece, simplemente, para que la 
nueva emisión y la que se canjea tengan igual valor presente y, por tanto, igual rendimiento financiero. 
Si las tasas de intereses actuales son más bajas que las que dieron origen a los fondos, la única 
forma de realizar esas operaciones es a través de corregir o aumentar el valor del principal de la 
deuda. 


Estos serían los dos componentes más importantes -además de la capitalización del Banco 
Central del Uruguay- que están contenidos aquí. Por supuesto, también hay información referida al 
costo que ha tenido el funcionamiento de los fideicomisos 1, 3, 4, 5, 6, 7 y 9 del Banco Hipotecario del 
Uruguay, que están administrados por la Agencia Nacional de Vivienda. 


Creo que con estos elementos he cubierto los aspectos que tienen que ver con las pérdidas. 
Por otro lado, en cuanto a las partidas de ganancias, quizás la más importante tiene que ver con una 
ganancia derivada de la sentencia del Banco Comercial. Las otras son partidas muy menores que, si el 
señor Senador quisiera alguna explicación, solicitaría a alguno de mis colaboradores que las ampliara. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correspondería considerar el artículo 17. 


SEÑOR MINISTRO.- Si la señora Presidenta me lo permite, solicitaría que para considerar estos 
artículos y, en particular del artículo 17 en adelante, hiciera uso de la palabra el profesor Pedro 
Apezteguía, Director General de Secretaría del Ministerio de Economía y Finanzas. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Los artículos 17, 18 y 19 del proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes están contenidos en la Sección lll, promovida por la Agencia de Compras y 
Contrataciones Estatales y refleja, además, el acuerdo del Poder Ejecutivo con tres iniciativas que 
constan en el proyecto presentado por el Tribunal de Cuentas de la República. 


El artículo 17 modifica una redacción tradicional que venía rigiendo desde 1990 a la fecha, 
pero en el último año el análisis del Tribunal de Cuentas encontró que su redacción no era correcta y a 
los efectos de evitar complicaciones posteriores, habilitó la instancia para que se pudiera hacer alguna 
corrección. Concretamente, se plantea que se puedan realizar compras directas entre organismos o 
dependencias del Estado o con personas públicas no estatales, siempre que su capital esté constituido 
por el 100% de las acciones. En realidad, la diferencia en la redacción es menor, pues antes este 
artículo decía que las compras se podían hacer “a dependencias” y no entre organismos y 
dependencias del Estado. 


El artículo 18, corrige una eventual incongruencia, una duda, con respecto a la forma de 
contabilizar los plazos a partir de la publicación tanto en el Diario Oficial como en el sitio web de 
Compras y Contrataciones del Estado. En Rendiciones de Cuentas anteriores se hacía referencia 
solamente a que la publicación de las licitaciones públicas se deberían realizar en el sitio web de 
Compras, pero en determinado momento el Parlamento entendió necesario que se incluyera la 
publicación en el Diario Oficial. De allí surgió la duda sobre cuál era el momento en que comenzaba a 


correr el plazo: si a partir de la publicación en el Diario Oficial o en el sitio web de Compras, pues 
eventualmente pueden tener distintas fechas. Por eso, en esta disposición se aclara que el plazo se 
empieza a computar a partir de la publicación en el sitio web de Compras y Contrataciones del Estado. 


El artículo 19, en el mismo sentido, establece que tanto para la subasta como para el remate 
la forma de contabilizar el plazo es la misma que se dispone para las licitaciones públicas. Motiva, 
pues, la inclusión de esta norma el hecho de que también había problemas de interpretación respecto 
al plazo de los remates. 


El artículo 20 tiene como objetivo resolver una situación planteada en relación con los 
mecanismos electrónicos de recepción de ofertas. Estos mecanismos electrónicos ya están en 
funcionamiento, pero la intención es establecer claramente que en los casos de convocatoria para una 
compra en la que se utilice el procedimiento electrónico, es decir, ingresando las ofertas en el sitio web 
de Compras y Contrataciones del Estado, ello se tiene que realizar en base a un procedimiento que es 
acordado y regulado por todas las partes. En ese caso, no se pueden presentar ofertas mediante otros 
mecanismos, como puede ser por fax o personalmente. Quiere decir, entonces, que si la oferta es 
electrónica se eliminan los otros mecanismos, siempre y cuando la Administración lo establezca en el 
pliego de condiciones. El artículo vigente dispone que las ofertas se pueden presentar por cualquier 
medio y ello podría dar lugar a eventuales reclamos de algún oferente que, no habiéndose presentado 
por los medios electrónicos, plantee que lo hizo en determinado lugar y no había una mesa receptora. 


El artículo 21 busca contemplar dos situaciones distintas. Una de ellas es la de los convenios 
marco previstos en el artículo 36 del Texto Ordenado de Contabilidad y Administración Financiera del 
Estado, que todavía no están operativos. En estos dos últimos días la Agencia de Compras y 
Contrataciones del Estado ha trabajado ampliamente sobre ellos. Concretamente, se trata de un 
procedimiento de compra gubernamental, por el que el organismo más eficiente en realizar una 
compra, ya sea por su conocimiento o su certificación de calidad, pueda realizar convenios marco. Por 
ejemplo, sin duda, quien sabe comprar mejor en la Administración Central en el rubro caminería vial es 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas; o quien mejor sabe comprar equipos informáticos, por su 
propio expertise, es la Agesic. La idea es que se pueda realizar un procedimiento que seleccione un 
proveedor al cual las distintas Administraciones Públicas y por los precios establecidos en el mismo, 
hagan las compras, independientemente de que no hayan sido ellos los que lo lleven adelante. De 
esta forma y como comentamos en alguna intervención anterior, el INAU, si tuviera que hacer un 
acceso a uno de sus Centros, podría tomar los precios y procedimientos de contratación del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas y con sus propios créditos presupuestales realizar la obra. A los efectos 
de evitar que el convenio marco se transforme en un procedimiento de contratación que le dé el 
monopolio a alguien por plazos prolongados de las ventas al Estado, se debe establecer una cantidad 
máxima del producto o servicio a comprar. O sea, se debe establecer una limitación. Por ejemplo, a 
través de un contrato se podría llegar hasta 5.000 computadoras, y los distintos organismos públicos 
van comprando hasta llegar a ese máximo. Quien realiza el procedimiento no puede asegurar que los 
demás organismos públicos van a comprar o no. Por lo tanto, si bien es necesario establecer una 
cantidad máxima, lo que no se le puede asegurar al proveedor es que esa cifra efectivamente va a ser 
ejecutada. 


Además, este artículo hace una referencia a las Administraciones Públicas estatales que 
realicen compras centralizadas, las cuales únicamente se hacen a través de la Unidad Central de 
Adquisiciones -que funciona en el Ministerio de Economía y Finanzas- que refieren a dos o tres tipos 
de productos o servicios, como ser, compra de medicamentos, alimentos, instrumental médico y 
servicios médicos especializados. Un ejemplo de lo reseñado puede ser quien realice placas 
radiológicas. 


En definitiva, se realizan los procedimientos de selección de comprador y los distintos 
organismos que necesitan los alimentos, medicamentos o servicios van emitiendo sus órdenes de 
compra contra los proveedores seleccionados. 


Aquí siempre hay una razonable disputa; nosotros tratamos de que el valor máximo que 
ponemos se aproxime a la realidad. O sea, se hacen cálculos que permitan aproximarnos a lo que 
efectivamente se va a consumir porque de esa manera la Administración obtiene los mejores precios 


posibles. Si ponemos valores máximos muy por encima de los que efectivamente después compramos, 
eso haría que se desconfíe del sistema y el proveedor no sabría qué precios poner. Por lo tanto, 
hacemos un esfuerzo en este sentido pero no podemos asegurar la compra. Es muy importante tener 
en cuenta este aspecto, particularmente, en el caso de los medicamentos. Hay algunos medicamentos 
-principalmente aquellos que tienen diversas formas de presentación- sobre los que es muy difícil 
prever su cantidad máxima, y ello ocurre por dos motivos. Por un lado, porque las patologías que se 
van a atender por un largo plazo a veces pueden cambiar; y por otro, las modalidades de recetar y de 
realizar las indicaciones en los medicamentos cambian con el tiempo y el avance tecnológico, como 
por la acción de los propios proveedores que plantean nuevos productos y también por el mecanismo 
de los visitadores médicos, quienes presentan distintas tensiones sobre el cuerpo médico, lo cual 
conlleva a que hayan desvíos respecto de lo que originalmente se previó. 


Lo que establecemos en este artículo -que puede ser mejorado en su redacción- es una 
autorización a no garantizar cantidades mínimas, si así se pone expresamente en el pliego. El artículo 
no dice que el Estado o el comprador no pueden establecer cantidades mínimas, asegurando la 
compra -que es lo deseable- sino que se deja claramente establecido en el pliego que eventualmente 
lo puede hacer, sin que ello signifique que el vendedor considere que hay un elemento de 
incertidumbre. Y esto es tan importante para la industria nacional como para los importadores. A veces 
los importadores nacionales plantean -por un tema de cercanías- la incertidumbre que les genera no 
saber cuál va a ser la cantidad máxima que van a vender. Por cierto que ellos plantean -y a veces con 
más fuerza- lo que significa esa incertidumbre, ya que luego de realizar un pedido por determinada 
cantidad, se da el caso de que la Administración les pide una ampliación del 100%, ante lo que, en 
muchas ocasiones, los importadores no pueden cumplir con esa solicitud, porque no manejan los 
precios y no tienen la posibilidad de planificar los procedimientos correspondientes. 


Esto, entonces, tiene dos órdenes: un problema especial que se da en la Unidad 
Centralizada de Adquisiciones y otro que es inherente a la naturaleza de los convenios marco que 
están referidos en el artículo 36. Creo que se trata de dos casos que están incluidos en el mismo 
artículo y que vale la pena diferenciar. En este caso, lo que estamos pidiendo es una facultad para ser 
cuidadosos, sin que eso implique mayores compromisos para el Estado. Estamos hablando de 
asegurar cantidades mínimas que no estamos seguros que podamos comprar, lo que tiene un riesgo 
importante. Muchas veces -quiero aclarar esto- los proveedores saben más que nosotros sobre 
las cantidades que va a consumir determinado universo de compradores, ya que tienen un pulso y un 
expertise mayor que el que tienen los compradores para saber cuáles son las tendencias del mercado 
y, por lo tanto, poder ajustar su producción y sus ventas mejor de lo que lo hacemos nosotros. Lo que 
sucede es que podríamos trabajar con plazos más cortos, es decir, hacer compras por plazos cortos y 
en ese caso no tendríamos forma de cometer errores. Si hablamos de seis meses, por ejemplo, si se 
cumpliera con lo prometido, se podría prorrogar el plazo, pero los proveedores nacionales piden, para 
tener certeza sobre sus procesos de producción, que los plazos de adjudicación sean por cantidades 
más grandes y por plazos más largos, de tal manera de poder planificar y asegurar el funcionamiento 
de sus empresas y sus fábricas. Ese conjunto de tensiones es lo que hay que administrar y este 
artículo nos otorga una facultad que nos permite mayor flexibilidad en la administración de esas 
tensiones. 


El artículo 22 también ha sido discutido y viene a resolver un tema que se planteó y que 
formaba parte de la práctica habitual, que está vinculado con los coejecutores de los proyectos 
internacionales. Por ejemplo, un organismo público de la Administración Central, como puede ser el 
caso claro del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, toma un préstamo 
para el PIAl y luego define coejecutores de ese programa, que son los Gobiernos Departamentales. 
Por la propia naturaleza del contrato, se establecen las modalidades de adquisición y de contratación 
que tendrá el programa que se contrata con el organismo. Por su parte, el Tribunal de Cuentas 
entiende o tiene dudas sobre si luego un coejecutor, es decir, un Gobierno Departamental, puede 
aplicar las mismas normas de contratación previstas para el ejecutor central. Aquí se está diciendo que 
si el contrato lo prevé, todos aquellos que están vinculados con la ejecución del contrato pueden utilizar 
los mecanismos de contratación que están previstos en el contrato original, independientemente de 
que ellos no lo hayan suscrito. Esto ha funcionado pacíficamente durante mucho tiempo. Las 
diferencias entre los procedimientos de contratación del Gobierno uruguayo y de los organismos 
internacionales son cada vez menores -incluso estamos a punto de que algunos de ellos acepten como 
muy buenos los mecanismos de contratación del Gobierno uruguayo y no pongan exigencias 
adicionales sobre los procedimientos de contratación- pero entendíamos que de esta manera le 


dábamos un marco claro a los procedimientos de contratación con los organismos internacionales ya 
sea para el ejecutor directo o los coejecutores del programa. 


El artículo 23 establece que las personas públicas no estatales deberán comunicar a la 
Agencia de Compras las sanciones que apliquen a sus proveedores para que esta eventualmente los 
incorpore al Registro Único de Proveedores del Estado, cuya estructura piloto funcionó desde el mes 
de julio y seguramente a partir de fines de setiembre alcance prácticamente a todos los organismos del 
Estado. Eso va a permitir que todos conozcamos los antecedentes de los proveedores, porque hay 
proveedores de personas públicas no estatales que no forman parte del Registro Único de 
Proveedores del Estado. De ahí, entonces, que queramos contar con esa información. Imaginen la 
tarea que lleva adelante la Corporación Vial en el ámbito de la CND o los fideicomisos para 
infraestructura educativa de ANEP; hay un conjunto de contrataciones que se relacionan con un 
número importante de proveedores, por montos también relevantes, y no queremos que por esa vía se 
nos escapen los antecedentes que eventualmente puedan tener los proveedores. Creemos necesario 
que esa parte de su actividad también sea tenida en cuenta al momento de realizar contrataciones. 


Los artículos 24 y 25 determinan que, a partir del funcionamiento efectivo de la Agencia de 
Compras y Contrataciones Estatales, su Consejo Directivo actúe estableciendo los lineamientos 
estratégicos para la Unidad Descentralizada de Adquisiciones, que funciona como un servicio 
desconcentrado en la órbita del Ministerio de Economía y Finanzas, lineamientos estratégicos que hoy 
en día son establecidos por los distintos organismos del Poder Ejecutivo. Por ejemplo, uno de sus 
mayores compradores o uno de sus mayores clientes es ASSE, que actualmente no forma parte del 
Poder Ejecutivo porque eso es resorte de una norma anterior, pero lo que estamos diciendo es que la 
Agencia de Contrataciones Estatales es la que establece los lineamientos estratégicos y su propia ley 
de constitución dispone la existencia de los Consejos Honorarios para recibir asesoramiento directo de 
los compradores o de los proveedores. 


De modo que el artículo 24 dice que al Consejo Directivo Honorario de la Agencia de 
Compras y Contrataciones Estatales le corresponderá la determinación de los lineamientos 
estratégicos; y por el artículo 25, se le otorga el cometido de definir esos lineamientos estratégicos para 
ese órgano desconcentrado, que es la Unidad Centralizada de Adquisiciones. 


Es cuanto tengo para informar al momento. 


SEÑOR BORCHARDT.- El artículo 26 es una consecuencia del proceso de ordenamiento entre los 
conceptos de inversión y de gastos que se viene realizando desde el Presupuesto de 2010, pero nos 
quedan algunos resabios que teníamos que ir ajustando y este era uno de ellos. Lo único que estamos 
agregando es que para los casos de los proyectos financiados con Fonadep, que refieren al 
endeudamiento interno, se puedan habilitar, además de proyectos de inversión, proyectos de 
funcionamiento asociados a este tipo de operativa. 


El artículo 27 realmente es, a nuestro juicio, muy importante porque hoy la normativa actual, 
que rige desde el año 1994, le da la facultad al Poder Ejecutivo de que realice ajustes uniformes en los 
gastos de funcionamiento y de inversión hasta por la inflación del período. Con los actuales niveles de 
inflación ese artículo no se ha aplicado y, a su vez, instala una importante presión a las finanzas 
públicas, por lo que no se ha utilizado por lo menos desde los últimos ocho años. 


El artículo que proponemos permite que los ajustes, por hasta la inflación del año anterior, se 
realicen en forma no uniforme. Solamente aquellas partidas que realmente lo requieran y se necesite, 
se podrán ajustar por hasta el monto de la inflación y siempre que se trate de gastos de 
funcionamiento; dejamos afuera a las inversiones. Entendemos que aquí estamos protegiendo los 
gastos de aquellos que realmente lo necesitan -porque hay ajuste de precios- y evitando dar ajustes en 
forma uniforme para aquellos que realmente no lo están precisando. Todo esto se hará manteniendo un 
control de la situación fiscal, que es lo que nos ha caracterizado hasta ahora. 


El artículo 28 refiere a una norma transitoria para facilitar el inicio de las actividades de la 
UTEC, de reciente creación. Lo que todos queremos es que esta institución pueda empezar a funcionar 


rápidamente, tal como está tratando. Esta disposición procura darle una excepción transitoria para que 
podamos darle anticipos financieros y que ellos registren el gasto con posterioridad a la ejecución. Se 
trata de una excepción a las normas que nos rigen a todos nosotros y a los organismos del 220, pero 
es solamente transitoria hasta que los sistemas de la propia Contaduría General de la Nación estén 
ordenados para poder dar el tratamiento normal en materia de gasto a este Inciso nuevo que se creó 
hace muy poco tiempo. 


El artículo 29 venía originalmente en la propuesta de ASSE y se incorpora al capítulo de 
Ordenamiento Financiero. Supongo que ASSE lo habrá comentado cuando compareció ante esta 
Comisión. Una situación similar se da con el artículo 30, relativo a la UTEC. 


Tenemos dos sugerencias para presentar que, si el Cuerpo pudiera llegar a considerar, 
entenderíamos que serían convenientes. Estos ajustes que podrían incluirse en esta instancia refieren 
a dos temas puntuales. Hoy las reglas de trasposición no permiten trasponer desde suministros hacia 
otros objetos de gasto. Esta regla, que tuvo sentido durante mucho tiempo, ahora puede ser una 
limitante para un uso más efectivo y óptimo de los créditos presupuestales. Ocurre que hay organismos 
que tienen excedente en materia de suministros porque han ahorrado, porque estaba mal 
presupuestado o lo que sea, y no es posible trasponerlo hacia otros gastos de funcionamiento. Ese 
Inciso después puede requerir ampliación presupuestal que, en realidad, podría arreglarse con 
trasposiciones internas. Obviamente, esto hay que hacerlo con cuidado porque no podemos permitir 
que se vacíen los suministros porque, por ejemplo, vamos a tener que seguir pagando los gastos de 
luz y agua de los distintos Ministerios. Solicitamos facultar esa trasposición con la intervención del 
Ministerio de Economía y Finanzas para poder evaluarla. Entendemos que esto da una mayor 
flexibilidad al Inciso para poder usar sus créditos presupuestales. 


La otra modificación tiene que ver con algo que, justamente, nos pasó en estos días. La 
certificación de las razones de urgencia correspondientes al literal 1) del artículo 33 del Tocaf la realiza 
el Ministerio de Economía y Finanzas, salvo para algunos organismos que están listados en forma 
taxativa en una disposición legal que no incluye al Poder Legislativo. En estos días nos llegó una 
solicitud para que el Ministerio de Economía y Finanzas certificara las razones de urgencia de una 
compra que iba a realizar el Poder Legislativo. Nos parece inconveniente el mecanismo por lo que 
planteamos que dicho Poder sea incluido dentro de los organismos que están exceptuados de la 
certificación del Ministerio, por lo que dicha certificación la hace el propio Tribunal de Cuentas. 
Entendemos que es lo que corresponde en atención a la jerarquía del organismo. Adelanto que 
haremos llegar la redacción de las dos propuestas. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Consulto si hay preguntas sobre los artículos 17 a 30, recientemente 
explicados. 


SEÑOR TAJAM..- Quisiera referirme al artículo 27. 


Me parece interesante el tema de realizar determinado ajuste de forma de contemplar 
situaciones especiales. La pregunta va en el orden de si están incluidos aquí -yo creo que sí- todos los 
suministros. Ha habido algunas reclamaciones, en particular sobre medicamentos, que son muy 
necesarios, y que de pronto están desajustados en los créditos. 


SEÑOR BORCHARDT.- Justamente, ese tipo de situaciones son las que estamos tratando de resolver 
con este artículo. Hoy lo estamos resolviendo de otra forma; no es que los organismos queden sin los 
créditos presupuestales, cuando realmente hay una necesidad, como en el caso del ajuste de precio de 
los medicamentos, que han subido enormemente. Pero eso se soluciona hoy por otros mecanismos y 
entendemos que este artículo procura solucionar ese tipo de situaciones de una forma más directa. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos al artículo 31. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Señora Presidenta: este es un artículo que tiene que ver, sin duda, con los 
avances tecnológicos y la necesidad de ir ajustando determinados procesos y formas de 
funcionamiento. Los datos espaciales, lo que antes capaz que era simplemente la cartografía y los 


planos, en el Estado los manejaba la Dirección de Topografía en el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas; la Dirección General del Catastro Nacional en el Ministerio de Economía y Finanzas; y el 
Servicio Geográfico Militar en el Ministerio de Defensa Nacional, y eran cuestiones para entendidos y 
reducidos núcleos, así como de aplicaciones limitadas. Cuando empezamos con los temas de los datos 
espaciales y los relevamientos, hoy, por satélite, toda la cartografía -todos hemos accedido 
alguna vez a Google Maps o Google Earth- comienza a ser un instrumento de gestión, de aplicación de 
los conocimientos en el territorio. A la vez, cada uno comienza a ser usuario de sistemas de datos 
espaciales de distintas características. La Dirección de Vialidad del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas comienza a poner las rutas dentro de la cartografía y a establecer los niveles, los anchos, las 
alturas y los peraltes dentro de los sistemas de datos espaciales. El Ministerio de Industria, Energía y 
Minería empieza a transformar su mapa geológico y a ponerlo en alguna capa de los datos espaciales; 
y lo mismo hace el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 


Quiere decir que el conjunto de actores de la Administración Central se empiezan a 
transformar en usuarios de los sistemas de datos espaciales. Y eso, a su vez, les plantea los desafíos 
del manejo de las tecnologías y de los soportes en los cuales esa tarea se realiza, que por cierto son 
muy diversos y costosos, en tiempo e implementación, pero además, en rubros presupuestales, en 
egresos. Es importante, por lo tanto -hace años que esta situación se ha planteado- que el Estado 
pueda establecer estándares y criterios generales que tengan que ver con el tipo de tecnología que se 
usa, la compatibilidad en esas tecnologías entre las distintas instituciones y también las formas de 
compartir la información. Es decir, concretar el establecimiento de un sistema en el cual podamos decir 
que todos aportan información y todos tienen derecho a retirar información de ese sistema para no 
duplicar tareas que muchas veces -hay que reconocerlo- se duplican, porque son necesidades de 
distintos actores de la Administración, que requieren información y capaz que otro tiene, pero que, ya 
sea por incompatibilidad de las tecnologías o por otro tipo de circunstancias, no se comparten. 


De lo que se está tratando en este artículo es de establecer una forma de funcionamiento, y 
la idea original era que existiera un Consejo del que participaran todos los usuarios existentes en la 
Administración Central, Congreso de Intendentes e Intendencia de Montevideo. En la Cámara de 
Representantes hubo algunos cambios con respecto a la integración de ese presupuesto, en general 
muy razonables. Ahora bien, se establece una incertidumbre en la modificación, ya que el proyecto del 
Poder Ejecutivo hablaba de que el Consejo Directivo Técnico tuviera tres miembros: uno de Agesic, 
otro designado por la Presidencia de la República y el otro, por el Ministerio de Economía y Finanzas. 
De esa manera resolvíamos la situación porque todo el mundo quiere estar presente, pues todos los 
Ministerios preguntan: “¿Por qué no estoy en ese Consejo Directivo? ¡Ah, pero si estamos en ese 
Consejo Directivo, estamos todos!”. Entonces, eso comienza a parecerse más a una asamblea que a 
un consejo directivo. 


Por tanto, ese era el objetivo del Poder Ejecutivo: generar tres miembros de alguna manera 
independientes de la efectiva prestación de los servicios del Ministerio de Economía y Finanzas, que es 
el que tendrá que habilitar los recursos para el funcionamiento de todo ese sistema; otro miembro 
pertenecería a Presidencia de la República y otro a Agesic, que es quien establece los estándares 
técnicos. Los demás -nos parece- son usuarios del sistema, que obviamente tienen su participación y 
opinión. Me parece que la redacción de la Cámara de Representantes no resuelve conceptualmente 
ese problema al establecer: “La Comisión Directiva será quien realice la conducción cotidiana y dirija la 
IDE. Estará integrada por tres miembros designados por la Presidencia de la República". Es decir, 
podríamos plantearnos otras alternativas -si es de justicia hacerlo- mantener la redacción del Poder 
Ejecutivo con respecto a la composición de la Comisión Directiva o integrar a su conformación a los 
Ministerios de Transporte y Obras Públicas y al de Defensa Nacional, en tanto tienen la Dirección 
Nacional de Topografía y el Servicio Geográfico Militar, respectivamente, y forman parte de la historia 
vinculada con el manejo y el expertise de los datos espaciales. 


Simplemente leo un planteo sobre el artículo 31, pero podemos dejar algunas redacciones 
alternativas en ese sentido para que sean consideradas por la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos, pues, que las redacciones alternativas sean dejadas a la 
Comisión. 


El señor Senador Rubio había pedido la palabra para referirse al artículo 31. 


SEÑOR RUBIO.- En realidad, había pedido la palabra -no sé si fui claro- para hablar luego de que 
terminara la referencia a estos artículos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Este es el momento, porque después ingresaríamos al Inciso 05 “Ministerio 
de Economía y Finanzas” propiamente dicho. No sé a qué artículo quiere referirse el señor Senador. 


SEÑOR RUBIO.- Mi planteo no es sobre un artículo en particular, sino respecto a una iniciativa que 
acaba de resolver el Consejo Directivo Central de la Universidad de la República el día 17 con relación 
al predio de la Facultad de Veterinaria. 


Queremos consultar si la idea que propicia la Universidad es que se le otorgue una facultad en 
este proyecto de ley de Rendición de Cuentas para transferir la propiedad fiduciaria de ese inmueble 
de la Facultad de Veterinaria a favor de un fideicomiso que se constituiría en garantía de una operación 
de préstamo con el BROU por 171:000.000 de unidades indexadas con destino a la construcción de su 
nueva sede. El fideicomiso dispondría la enajenación a terceros del inmueble referido y el producido de 
la venta, a la amortización del préstamo, pudiéndose destinar a los mismos fines en ese caso el 
producido de la venta de otros inmuebles de la Universidad de la República; en caso de que hubiera un 
faltante, esta Casa de estudios utilizaría los créditos del Inciso hasta el equivalente a un 40%. Para que 
esto fuera posible, sería necesario que se habilitara el crédito presupuestal correspondiente, como 
partida por única vez, en el Programa 352 “Inversiones en Infraestructura Edilicia” -POMLP- como 
proyecto de inversión específico. 


Recibimos esta inquietud de parte de la Universidad y queríamos hacer la consulta al 
Ministerio de Economía y Finanzas acerca de si esto encuadra y es viable en el marco general de la 
Rendición de Cuentas. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Efectivamente, las autoridades del Ministerio de Economía y Finanzas 
estuvieron conversando con las de la Universidad de la República sobre este tema. En particular, 
puedo decir que elaboramos una propuesta de redacción que soluciona ese tema y no tenemos 
inconveniente en dejarla en la Comisión, en la medida en que sea la forma más expedita para que ese 
artículo sea incluido, si no lo es con una iniciativa de la Udelar que, eventualmente, comparta el Poder 
Ejecutivo. 


Nos interesa destacar la naturaleza del problema. La Universidad de la República solicita un 
préstamo poniendo como garantía un bien. Entendemos que la Universidad de la República no puede 
realizar endeudamiento a futuro; el único organismo que lo puede hacer es el Estado central. Si la 
Universidad de la República pudiera endeudarse con bancos públicos o privados comprometiendo 
créditos presupuestales que van más allá de lo establecido en los presupuestos quinquenales, 
tendríamos una situación, sin duda, muy compleja. 


Por otro lado, está el tema, también complejo, de resolver qué sucede con los bienes 
públicos cuando son puestos en el fideicomiso y se procesa, en consecuencia, una transferencia. Es 
decir, los organismos pueden hacer esto; en el caso concreto de la Universidad, el Consejo Directivo 
Central tiene facultades para realizar la enajenación de un bien pero, ¿qué se hace luego con ese bien 
enajenado que produce ingresos? Hay un mecanismo regulado que incluimos en el Tocaf en una 
Rendición de Cuentas anterior. Determinamos que cuando se pasa a un fideicomiso, los dineros que se 
producen en la enajenación de un bien -que debe hacerse con procedimientos competitivos- deben ser 
usados con los mismos fines con los cuales se estableció que se haría la enajenación del bien. 
Estamos hablando de un mecanismo regulado de acuerdo a una herramienta nueva, pero aquí aparece 
otra herramienta nueva: determinar que un bien, que luego va a ser enajenado, puede darse primero 
como garantía para poder adelantar obras. 


De esa manera, el artículo viene a resolver el conjunto de problemas que, obviamente, no 
estaban planteados porque los instrumentos financieros cada vez son más complejos y hay que ir 


ajustando la normativa para poder actuar con la celeridad y con las características que exige la buena 
administración de las finanzas públicas. 


Entonces, podemos dejar en la Comisión un proyecto de artículo que recoge la aspiración de 
la Universidad, de acuerdo al planteo del señor Senador Rubio. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradeceríamos que se nos haga llegar esa redacción; debo decir que vi al 
señor Senador Rubio leer unos papeles, y tal vez también sería bueno repartirlos para que, si es 
necesario, esa información pueda ser considerada, en su momento; después buscaríamos una 
ubicación para el artículo en el Presupuesto. 


Con esto daríamos por terminados estos artículos e ingresaríamos en la consideración del 
Inciso 05. 


SEÑOR MINISTRO..- Para la consideración de los cinco primeros artículos correspondientes al Inciso, 
solicito que se ceda el uso de la palabra nuevamente al profesor Pedro Apezteguía. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Los primeros cinco artículos del Inciso 05 están vinculados con las 
modificaciones que refieren a las relaciones de consumo o defensa del consumidor. 


Por un lado, el artículo 138 agrega algo que ya sucede con respecto a las materias de 
defensa del consumidor: cuáles son las pequeñas causas que están previstas en el Código General del 
Proceso y que no habían recibido una modificación en la ley general. 


El artículo 139 establece como una obligación para el proveedor, mantener la oferta de 
componentes y repuestos de las cosas que venden. Todos conocemos la situación que se plantea 
cuando aparecen determinados productos y luego no tienen ningún tipo de respaldo, es decir, que 
inmediatamente dejan de tener repuestos. En este artículo se establece como una obligación que 
exista una oferta. Obviamente que sobre esa oferta de componentes y repuestos no puede 
establecerse un período concreto porque, por ejemplo, no es lo mismo el repuesto de un automóvil y el 
tiempo que tiene que mantenerse, que el repuesto de un celular. Digo esto porque la duración de los 
productos es distinta y muchas veces los cambios tecnológicos hacen desaparecer los propios 
componentes. Por lo tanto, aquí se establece que la reglamentación pueda, de acuerdo con las 
distintas características de los productos, ir estableciendo los plazos en los cuales esa oferta de 
componentes y repuestos debe ser mantenida. 


El artículo 140 establece un derecho del consumidor en el sentido de que no se le puede 
condicionar el suministro de productos y servicios al suministro de otro producto y servicios. Quiere 
decir que lo que se está haciendo es establecer el derecho del consumidor a elegir el producto que va 
a comprar y que tenga el derecho o que no se lo obligue a comprar paquetes de productos que muchas 
veces contienen servicios o productos que el consumidor no desea adquirir. 


El artículo 141 -también es un tema conocido y parece bueno establecerlo aquí- establece 
los plazos con respecto a las cláusulas de renovación automática y otorga al consumidor, ante el 
vencimiento del plazo de la prórroga automática, la posibilidad de un plazo posterior para que pueda 
realizar las comunicaciones en ese sentido. 


El artículo 142 -el último de esta serie- establece el criterio de mantenimiento de los 
antecedentes y, por lo tanto, esto tiene que ver con el régimen punitivo de los distintos proveedores. En 
el tiempo de actuación que lleva el área Defensa del Consumidor nos hemos encontrado con que 
proveedores de gran volumen de productos masivos tienen, simplemente por un tema estadístico, más 
probabilidades de tener antecedentes que proveedores más chicos; y mantener esos antecedentes en 
el tiempo hace que por una sanción menor, pero por acumulación de antecedentes, termine habiendo 
una diferencia muy importante en términos de multa o sanciones que deben aplicarse. En este artículo 
se establece -que no figuraba antes- cuál es el período en el cual deben considerarse los antecedentes 
y cinco años pareció un término razonable a los efectos de considerarlos en el momento de fijar una 
sanción. A su vez, se establece una fórmula de cálculo de las moras, porque hoy sucede que muchas 


personas que son multadas especulan con no pagar las multas porque, a su juicio, no se ajusta a la 
realidad y la pagan mucho tiempo después. Quiere decir que en este artículo se establecen cuáles son 
las características del recargo por mora en caso de no pagar una multa. 


SEÑOR CANON.- Buenos días. 


En primer lugar, me voy a referir al artículo 143, por el cual se sustituye el artículo 202 de la 
Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, en la redacción dada por el artículo 302 de la Ley N* 
18.719, de 27 de diciembre de 2010. Esta sustitución tiene por motivo variar, en materia aduanera, el 
arcaico premio de multas y comisos a los funcionarios actuantes por un sistema de mejor desempeño. 
Precisamente, el artículo que pasaremos a considerar se refiere a los comisos. 


El actual sistema de adjudicación de multas a funcionarios aduaneros, legalmente distribuye 
la multa y el comiso en un 15% para tecnología de la Dirección Nacional de Aduanas; en un 15% para 
contratación de funcionarios de otros Ministerios -llamados fupas-; en un 40% para el denunciante o 
para quien incauta; y un 30% se distribuye entre todos los funcionarios aduaneros, a prorrata de sus 
haberes. Dado que este sistema nos parecía inequitativo, injusto e, incluso, un incentivo perverso a la 
actuación de los funcionarios aduaneros, en la Ley de Presupuesto de 2010 introdujimos un artículo 
que lo modificara. Ahora, el artículo 143 del presente proyecto de ley complementa a aquél, referido a 
los comisos. 


De acuerdo con lo que aquí se establece, un 50% del producido del remate de los comisos 
se destinará al Fondo por Mejor Desempeño y un 30% restante se verterá a Rentas Generales o, en su 
defecto, al mencionado Fondo. 


El Fondo por Mejor Desempeño, que -en el caso de los comisos- está constituido pero no 
distribuido, implementa una distribución entre todos los funcionarios aduaneros en función de tres 
parámetros: el grado de responsabilidad que tiene la estructura administrativa en la Dirección Nacional 
de Aduanas; el desempeño juzgado por indicadores objetivos y, por supuesto, por la evaluación de los 
jerarcas; y una actuación directa en las multas o comisos. 


Através de un sistema bastante complejo se asignan puntajes y luego de sacado el puntaje 
de cada uno de los funcionarios, se distribuye el total de las multas y comisos rematados durante el 
año -una vez aprobado el artículo y el decreto reglamentario- entre todos los funcionarios de la 
Dirección Nacional de Aduanas. 


El artículo 144 define la figura del Operador Económico Calificado ya introducida en el 
Código Aduanero del Mercosur -considerada una de las mejores prácticas doctrinarias en la materia- e 
instaurada por el Marco 6 de la Organización Mundial de Aduanas, aprobado por esta en junio de 2005, 
y a cuyas mejores prácticas y disposiciones se ciñe la Dirección Nacional de Aduanas en aquello que 
se adapta al régimen aduanero nacional. 


Aquí se prevé, por tanto, un fortalecimiento de la relación entre la Dirección Nacional de 
Aduanas y el operador privado, con el fin de asegurar y facilitar la cadena logística y, por esta vía, 
también, reducir el fraude fiscal. Sucintamente, el Operador Económico Calificado llevará adelante una 
certificación de la Dirección Nacional de Aduanas y sus servicios a determinados operadores privados, 
en materia de cumplimiento y comportamiento tributario y de prestación a la seguridad social, tanto 
para la Dirección General Impositiva, para la Dirección Nacional de Aduanas como para el Banco de 
Previsión Social. También se van a evaluar las condiciones de seguridad en que los operadores de 
Comercio Exterior trabajen, a los efectos de conseguir -que es en última instancia lo que ellos buscan- 
un reconocimiento mutuo con otras Aduanas, para que los beneficios aduaneros nacionales sean 
extensivos también al mercado de origen. 


Un tercer elemento que obviamente se va a evaluar, es la situación económico financiera del 
Operador al que se certifica y sus prácticas administrativas. Este Operador Económico Calificado, 
definido por el Código Aduanero del Mercosur -y también incluido en el actual proyecto de Código 
Aduanero de la República Oriental del Uruguay, que tiene media sanción a partir del día de ayer- es el 


símil de otra figura aduanera también incluida dentro de las mejores prácticas, que se denomina 
Operador Económico Autorizado. Actualmente esta figura fue adoptada por quince Aduanas del 
continente; de las Américas y el Caribe. Hasta aquí, todo lo relativo al artículo 144. Seguidamente, me 
referiré al artículo 145. 


El artículo 145 corrige en toda la legislación aduanera referida a tributos una categorización 
del valor FOB contenida actualmente en la normativa vigente, que no genera precisión ni seguridad 
jurídica, ya que el valor FOB referido en la legislación aduanera vigente surge de un incoterm, que es 
una definición dada por la Cámara de Comercio Internacional relacionada a costos y riesgos asumidos 
por las partes en una transacción comercial internacional hasta un punto geográfico de entrega de la 
mercadería, pero no representa una definición técnica aduanera, desde que el término FOB -en inglés, 
Free on Board, o libre a bordo, en su versión en español- es de exclusiva aplicación para fletes 
marítimos, dejando sin base de aplicación normativa toda exportación que se realice por medio aéreo o 
terrestre. 


La Dirección General Impositiva y la Asesoría Política, Comercial y Tributaria del Ministerio 
de Economía y Finanzas, en conjunto con la Dirección Nacional de Aduanas, tienen previsto un 
proyecto de decreto reglamentario para este artículo, que se ciña al Acuerdo de Valor en Aduana de la 
Organización Mundial de Comercio. 


Por último, vamos a comentar el artículo 146, que establece lo siguiente: “Exceptúanse del 
tope dispuesto en el inciso final del literal B) del artículo 311 de la Ley N* 18.719, de 27 de diciembre de 
2010, a los funcionarios públicos en comisión que sean designados para desempeñar funciones de 
conducción en la Dirección Nacional de Aduanas, pudiendo percibir hasta la retribución total 
correspondiente a la misma. 


De la totalidad de dichos pases en comisión, solo podrán ejercer funciones de conducción un 
porcentaje que no supere el 25% (veinticinco por ciento).” 


La legislación vigente permite a la Dirección Nacional de Aduanas contratar en este régimen 
hasta cincuenta funcionarios. Actualmente, tenemos aproximadamente -porque algunos se están 
retirando y otros ingresando- cuarenta y siete; por lo tanto, un 25% representaría doce funcionarios. 
Entonces, es intención de la Dirección Nacional de Aduanas que de los funcionarios que el artículo 
habilita para que superen el tope establecido por las leyes que he reseñado, algunos de ellos -hasta 
doce, de acuerdo con el porcentaje que se propone en el artículo- cumplan funciones de conducción, 
de acuerdo con el decreto del Poder Ejecutivo N* 2004 de 2013, que aprobó la reestructura orgánica 
de la Aduana, vigente actualmente. Es sabido que ese decreto autoriza a designar en funciones de 
conducción hasta, aproximadamente, ochenta funcionarios. Como la intención de la Dirección Nacional 
de Aduanas es contar con funcionarios en este régimen de Comisión y que reciban la remuneración 
que está relacionada con cada función de conducción y alguno de ellos no podrían recibir la totalidad 
debido a que tienen este tope, se propone exceptuar hasta doce funcionarios de estos pases en 
comisión del tope en cuestión. 


De acuerdo con los artículos reseñados, el tope actual para estos funcionarios es de 29 
bases de prestaciones y contribuciones. O sea que, según el valor vigente de $ 2.598, ese tope sería 
de $ 75.342. Como las funciones prevén remuneraciones que van desde $ 70.000 a $ 118.000, 
aproximadamente, nos pareció de orden que se exceptuara del tope a aquellos funcionarios que están 
destinados al cumplimiento de esas funciones. 


SEÑOR MINISTRO..- El artículo 147 será informado por el contador Pose, Auditor Interno de la Nación. 


SEÑOR POSE.- En esta disposición, proponemos la modificación del artículo 97 (bis) de la Ley N* 
16.060, que oportunamente fuera modificado por el artículo 61 de la Ley N* 17,243 y el artículo 500 de 
la Ley N* 18.362. Allí se establecían rangos para la presentación de los estados contables a la 
Auditoría Interna de la Nación, que se ubicaban en 30.000 UR de activos o 100.000 UR de ingresos. 


En esta oportunidad planteamos, como criterio a seguir en el futuro, en un proceso 
paulatino, que todas las entidades que puedan ser pasibles de obtener un crédito tengan la obligación 
de presentar los estados contables a la Auditoría Interna de la Nación. A esos efectos, se solicita que 
se nos faculte a establecer los montos de activos o de ingresos para cumplir con esa obligación, y se 
fijan las multas, que irían desde 1.000 a 3.000 unidades indexadas. 


El resto del artículo quedaría exactamente igual; solamente se cambia la primera parte. 


SEÑOR MINISTRO.- El artículo 148 será informado por el señor Javier Cha, Director General de 
Casinos. 


SEÑOR CHA.- Este artículo, que concierne a la Dirección General de Casinos, tiene como objetivo 
subsanar un error que se introdujo en dos Rendiciones de Cuentas pasadas, en las que la disposición 
fue aprobada de manera incompleta en lo que hace a la legislación a que se hace referencia. 
Concretamente, tiene que ver con los pases en comisión de los funcionarios de esta Dirección a otros 
organismos, y con el régimen de remuneración y el no cobro de propinas -en esos casos- de los 
escalafones administrativo y especializado. Para que la norma se aplique efectivamente, es necesario 
subsanar ese error -hubo un error de tipeo- para que estos dos escalafones tengan el mismo 
tratamiento legal en lo que tiene que ver con sus derechos, sus beneficios y sus remuneraciones, en el 
caso de que pasen a trabajar en comisión. 


En síntesis, este artículo 148 intenta resolver un error de redacción y no innova 
sustancialmente el régimen aprobado en la Rendición de Cuentas pasada. 


SEÑOR MINISTRO.- Para referirse al artículo 149, solicito que haga uso de la palabra el señor Director 
Nacional de Loterías y Quinielas, señor Gama. 


SEÑOR GAMA.- Este artículo se refiere a las tasas anuales que se pagan por juegos en la Dirección 
Nacional de Loterías y Quinielas. Hay juegos que están concesionados, y el único cien por ciento del 
Estado es la Lotería Nacional. Lo que nos está faltando en lo que a esta se refiere es el aumento de los 
puntos de venta, es decir, incentivar a nuestros subagentes de quinielas a que vendan la Lotería 
Nacional. Muchos de ellos no quieren comercializar nuestro producto porque ello implicaría el pago de 
una segunda tasa anual, lo que hace que, económicamente no sea motivante. Estamos, entonces, 
proponiendo el pago de una sola tasa de juego, asegurando de esa manera que nuestro producto se 
comercialice en mayores puntos de venta. Al esfuerzo que hemos hecho de modernizar el producto y 
reprogramarlo, queremos sumarle un mayor número de puntos de venta para una mejor 
comercialización. 


SEÑOR MINISTRO.- Para referirse al artículo 150 y siguientes, solicitaría que hiciera uso de la palabra 
el profesor Apezteguía. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Si bien el artículo 150 está referido a la Dirección Nacional de Loterías y 
Quinielas, queremos hacer referencia a él porque busca continuar el criterio establecido con respecto 
al manejo de los inmuebles y la figura del fideicomiso. En este caso, se autoriza al Ministerio de 
Economía y Finanzas a constituir un fideicomiso de administración de bienes inmuebles para la 
construcción, remodelación, acondicionamiento y explotación de los locales de la Dirección Nacional de 
Loterías y Quinielas, con la finalidad de preservar su valor. Nosotros tenemos la alternativa de enajenar 
los bienes, pero no de cómo proceder con algunos de ellos. En este caso en particular nos estamos 
refiriendo al conocido edificio de la calle 25 de Mayo y Misiones, que es donde estuvieron los Consejos 
de Salarios allá por el año 1985, así como también el sistema cooperativo. Es un edificio declarado 
Patrimonio Nacional pero, a su vez, tiene la necesidad de que se le realicen importantes obras. Ahora 
bien, para que esa inversión se justifique, tiene que existir una explotación comercial del edificio; es 
decir que quien lo utilice deba pagar o rentar un alquiler. Seguramente, en muchos casos se tratará de 
oficinas públicas, de alguna agencia estatal o la propia Corporación Nacional para el Desarrollo. 
Entonces, con su utilización se busca compensar la construcción de un nuevo edificio para la Dirección 
Nacional de Loterías y Quinielas, ya que se encuentra en uno que está en muy malas condiciones 
edilicias. Además hay que tener en cuenta que el edificio está afectado por cautelas patrimoniales. 


Por tanto, queremos establecer en la ley que este tipo de operaciones requieren de 
autorización legal. Es decir que cuando uno trabaja con inmuebles que, de hecho, son enajenados a un 
fideicomiso -donde existe una transferencia de la propiedad- se requiere de autorización legal. Los 
organismos no pueden constituir este tipo de fideicomiso sin la autorización legal correspondiente. 


El artículo 151 viene a ampliar la pertenencia de los funcionarios que pueden actuar en 
tareas vinculadas a las funciones de los denominados Contadores centrales, de modo de que puedan 
ser funcionarios tanto de la Contaduría General de la Nación como de la Dirección General de 
Secretaría del Ministerio. Esto trata, simplemente, de ampliar el marco de acción de donde estos 
Contadores son elegidos. De hecho, hoy existen Contadores designados que prestan funciones en la 
Dirección General de Secretaría, pero que si pertenecieran a esa Dirección no podrían prestarlas. 
Entonces, como eso no tiene sentido, esta norma viene a resolver el problema. 


También nos queríamos referir a un tema que corresponde a la Dirección General de Casinos 
y que requiere incorporar un aditivo. Cuando se procedió a la expropiación del Hipódromo Nacional de 
Maroñas por la Ley N* 17.006, de setiembre de 1998, se estableció que los fondos para la 
expropiación saldrían de Rentas Generales y que el canon que el ganador de la licitación para su 
explotación debía pagar iba a formar parte del reintegro de esa cifra a Rentas Generales; y, asimismo, 
que cuando se terminara de pagar, esos fondos se derivarían a la Comisión de Patrimonio. Pero las 
situaciones que pensamos que nunca iban a ocurrir, finalmente ocurrieron, y en ese ínterin también 
sucedieron otras cosas. Hubo un ganador, apareció Hípica Rioplatense, firmó contratos y eso implicó 
otro tipo de compromisos que no estaban previstos en la Ley N* 17.006, lo que determinó que Rentas 
Generales se hiciera cargo, incluso por disposiciones presupuestales, de gastos que están derivados 
del funcionamiento del Hipódromo Nacional de Maroñas. 


Asimismo, el Parlamento ha dispuesto un premio por incentivo a la producción nacional de 
pura sangre, ha autorizado a llevar a cabo acciones a la Dirección General de Casinos que implican, de 
hecho -por lo menos desde el punto de vista de la registración- ciertos egresos a Rentas Generales. 


Entonces, el artículo que estamos proponiendo establece que luego de pagado ese canon 
podamos descontar, antes de realizar la transferencia a la Comisión de Patrimonio, los gastos en que 
estamos incurriendo con respecto al Hipódromo Nacional de Maroñas. Estamos proponiendo una 
sustitución del inciso tercero del artículo 4% de la Ley N* 17.006, en el sentido de que se diga que los 
fondos irán al Fondo Especial creado por el artículo 3% de la Ley N?* 14.040, una vez que 
hayan sido deducidos los costos en que incurra la Dirección General de Casinos en las actividades 
necesarias para el normal funcionamiento del Hipódromo Nacional de Maroñas. Quiero aclarar que la 
Comisión de Patrimonio, que sería la teórica beneficiaria de estos fondos, tiene sus créditos 
presupuestales asignados por el Presupuesto, realiza su funcionamiento y cumple con las normas. 


Esto es lo que habitualmente termina estableciéndose en algunas normas de este tipo, 
cuando se plantea qué hacer con el canon que proviene del juego. En ese sentido, muchas 
disposiciones han establecido un fin loable para el producido vinculado al juego -el Parlamento ha 
votado recién cuestiones vinculadas con el destino del producido de la lotería, por ejemplo- pero eso 
requiere revisiones en el correr del tiempo, en la medida en que las técnicas y las prioridades que se 
han fijado los gobiernos implican cambios en esos criterios para que los presupuestos respondan a lo 
que efectivamente son expresiones políticas y no a situaciones planteadas en años anteriores que 
determinan que los fondos públicos se gasten o se asignen a cosas que el Parlamento ni siquiera 
recuerda. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Algunos señores Senadores no estaban presentes cuando empezó la 
sesión, por lo que quiero recordar que estamos trabajando por bloques, teniendo en cuenta que el 
Ministerio no solo se iba a referir al Inciso 05. 


Ya vimos los dos primeros artículos; luego trabajamos con los que van del 17 al 31, y recién se 
consideró el Inciso 05. 


Posteriormente iríamos al Inciso 21 y a los Organismos del artículo 220, para finalizar con los 
“Recursos” y las “Disposiciones Varias”. 


En este momento se abre el espacio para las preguntas relativas al Inciso 05. 


SEÑOR MICHELINI.- Ahora que estamos próximos a finalizar con el Inciso 05, me gustaría dejar una 
constancia, porque revisando algunas normas de los proyectos de ley que envió el Poder Ejecutivo, 
sobre todo vinculados a un organismo que centralizaría todo el tema del juego, habría un artículo que, 
por razones constitucionales, podría ser necesario incorporar a la Rendición de Cuentas. Se lo hemos 
planteado al profesor Apezteguía y él va a hacer una revisión para ver si es necesario incluir alguna 
norma. De ser así, la incorporaríamos en estos días. 


SEÑOR GALLINAL.- Saludamos al señor Ministro y a sus colaboradores, integrantes del Ministerio de 
Economía y Finanzas. 


Desde que comenzó esta Legislatura se viene conversando sobre la posibilidad de rebaja de 
dos puntos del IVA, y el señor Ministro anunció que próximamente se implementaría. En anteriores 
oportunidades, el Ministerio había manifestado -a través de la persona del Ministro- que se estaba 
esperando a terminar de implementar la utilización de los más variados elementos electrónicos de 
manera tal de lograr la universalización del instrumento y que todo el mundo pudiera acceder a ese 
descuento. 


Seguramente, eso nos va a ir introduciendo con mayor profundidad en el proceso de 
bancarización, que también forma parte de los objetivos que la Cartera se ha marcado, en un proceso 
que nosotros acompañamos puesto que consideramos que toda rebaja de impuestos siempre es 
positiva, y mucho más en este caso, por el alcance que sabemos que tiene. Incluso, en las últimas 
horas el Ministro ha anunciado la novedad de que esa rebaja podría llegar a ser del 4% en el caso de 
que se utilizaran tarjetas de débito. Si bien nosotros hemos manifestado siempre algunas reservas en 
cuanto a la excesiva información que a veces se pretende obtener de parte de las entidades 
recaudadoras, que ingresan a ámbitos de intimidad o de confidencialidad de los habitantes de nuestro 
país, eso no quita que acompañemos un proceso de estas características. 


Tenemos entendido -y en ese sentido simplemente pretendemos una ratificación de parte del 
señor Ministro- que previo a estas instancias se realizaron negociaciones entre el equipo económico, el 
Ministerio y las cámaras administradoras de las tarjetas de crédito, en función de las cuales se logró 
una baja sensible en los aranceles que se cobran como consecuencia de la utilización de esos 
instrumentos y que ello fue producto de un acuerdo entre las partes o de un compromiso asumido por 
las cámaras ante el Ministerio; no sé cómo llamarlo pero por allí está la solución. Queremos saber si 
efectivamente, de acuerdo con la información que manejamos, ese acuerdo se ha cumplido en toda su 
dimensión. También consultamos si para la implementación de este nuevo sistema, cuando 
efectivamente comience a rebajarse el IVA hasta en un 4% a través de la utilización de estos 
elementos electrónicos, está en los planes del Ministerio de Economía y Finanzas promover un nuevo 
acuerdo que procure otra rebaja de los aranceles. Nuestra impresión -y por eso consultamos al señor 
Ministro- es que la universalización en la utilización de estos instrumentos no va a hacer que Rentas 
Generales o nuestra economía pierda, sino que le va a permitir recuperar con creces lo que significa la 
disminución de dos o cuatro puntos de IVA. El proceso de bancarización va a significar que cada vez 
más los sectores de servicios y de comercio se ajusten a criterios formales, lo cual constituirá un freno 
muy fuerte para la evasión. En consecuencia, desde ya apoyamos una medida de esas características. 
Sin duda, beneficiará a la economía y a estas cámaras, porque si quiere obtener un beneficio de esta 
índole, la gente se verá en la necesidad de recurrir cada vez más a estos instrumentos de pago. De 
esa manera, las cámaras también se verán beneficiadas ya que percibirán ingresos superiores a los 
actuales. 


Concretamente pregunto si, tal como se nos ha informado, se ha cumplido cabalmente con 
ese acuerdo, con ese compromiso, y si para el futuro, en la medida en que comience a funcionar y a 
tener éxito la rebaja del IVA que se piensa implementar a través de estos sistemas, se ha pensado en 
una nueva rebaja de los aranceles. Hoy se habla -el Ministro me podrá corregir- de que la utilización de 
la tarjeta de crédito en determinados rubros, con una rebaja del IVA del 2%, al consumidor -si se le 


traslada a él el costo de la tarjeta- le va a significar, aproximadamente, una disminución del 1,65%. Hay 
otros porcentajes que se manejan en los distintos niveles de consumo. Nos parecen números muy 
importantes porque en un 2% casi el 25% tendrá ese destino. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Consulto si hay más preguntas sobre el Inciso 05. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera referirme a otros aspectos que tienen que ver con la gestión del 
Ministerio. 


En primer lugar, si no recuerdo mal, fue a finales del año 2011 -creo que en el mes de 
diciembre- que los emisores de tarjetas de crédito hicieron público un compromiso a los efectos de la 
moderación, e incluso el establecimiento de topes -según los distintos tipos de comercios- para lo que 
cobran los sellos a los comercios por hacer uso de las tarjetas de crédito por ellos emitidas. 


Hasta donde nosotros conocemos -alguna vez recibimos comentarios, lo que nos ha 
implicado hacer una verificación con los sellos- el compromiso establecido por los emisores de tarjetas 
de crédito, en términos generales se ha cumplido. Insisto, en algún momento, desde algunos sectores 
se nos han hecho saber posibles apartamientos y en seguida tratamos de comunicarnos para verificar 
que lo establecido como compromiso unilateral por parte de los sellos emisores se ha mantenido. 


Quisiera recordarle al señor Senador Gallinal que en ese acuerdo no solo se han fijado estas 
rebajas y estos nuevos topes, sino que también hay un mecanismo gradual y preestablecido de 
continuidad de esos procesos de reducción, que estaban condicionados a que, efectivamente, hubiera 
una expansión del uso de estos medios al amparo de las normativas que el Poder Ejecutivo estaba 
impulsando. Allí existe un mecanismo establecido para que, en la medida en que se produzca una 
ampliación en el uso de estos medios de pago, la moderación y la reducción de esas tasas continúen. 


No obstante, hay dos datos relevantes para entender el alcance de esto y el estado de 
discusión sobre este tema. En primer lugar -como la señora Presidenta sabe- la Cámara de 
Representantes votó por unanimidad un proyecto impulsado por los diputados Peña y Mujica; se trata 
de una normativa que establece un tope máximo para los costos que se les puede cobrar a los 
comercios por los emisores de tarjetas de crédito. Por lo tanto, en este momento se encuentra en 
trámite parlamentario un proyecto que está actuando sobre esta realidad y sobre este compromiso 
unilateral. Insisto: hay hoy en el Parlamento -y cuenta con la aprobación, muy amplia y consensuada, 
de una Cámara- una iniciativa de esa naturaleza. No obstante -y pensando en las preocupaciones que 
motivan al señor Senador Gallinal- el proyecto que en los próximos días remitirá el Poder Ejecutivo 
hace una opción en cuanto a qué instrumentos va a favorecer con las rebajas de los dos puntos 
iniciales del IVA, excluyendo a las tarjetas de crédito. Por lo tanto, el problema en nuestro proyecto no 
va a existir, ya que las tarjetas de crédito van a quedar excluidas y se va a promover el uso de tarjetas 
de débito -y esto es muy importante- cuyo acceso será gratis, al igual que las cuentas sobre las que 
estarán actuando. De este modo no hay posibilidad de que el emisor, al amparo de la normativa que 
estamos proponiendo, pueda quedarse con nada del IVA que el Poder Ejecutivo entiende que tiene que 
ser aprovechado por los consumidores, es decir, los tarjetahabientes. Por lo tanto, el problema deja de 
existir con los emisores de tarjetas de crédito. 


Quiero aclarar que cuando uno hace la ponderación actual de qué porcentaje representan en 
el mercado estos medios de pago -tarjetas de crédito y tarjetas de débito- la relación es 
aproximadamente del 96% o 97% y el 3%. Es decir, el instrumento privilegiado por los emisores es la 
tarjeta de crédito, pero esa no es la que vamos a promover. 


Quisiera hacer una consideración que no es semántica -en los próximos tiempos, cuando 
estemos discutiendo el tema, verán que la distinción no es para nada semántica-: el Poder Ejecutivo no 
está impulsando un proyecto de bancarización, sino de inclusión financiera y de extensión de medios 
electrónicos de pago. ¿Por qué hago esta referencia conceptual? Porque el concepto de bancarización 
hace referencia a que este es un conjunto de innovaciones en el que el principal actor-proveedor del 
servicio serán bancos. La verdad es que el proyecto de ley que presentaremos próximamente va a 
generar nuevas figuras que van a cambiar el mapa de competencia en el sector en que operan la 


emisión y el uso de medios electrónicos de pago y de cuentas sobre las que se puedan realizar las 
transacciones. 


En el día de ayer, si no me equivoco, escuché alguna expresión de parte de representantes de 
los bancos alertando que el proyecto de ley tiene un problema: que agrega actores a la competencia en 
un segmento que hasta ahora ha funcionado con muy escasa competencia. Por tanto, me temo que 
por la vía de la realidad, la referencia al término “bancarización” no solo cede -porque no es 
así- sino que es probable que los actores bancarios tengan opiniones diversas respecto a las del Poder 
Ejecutivo sobre el surgimiento de nuevos actores que erosionen su capacidad y poder de mercado en 
transacciones en las que hasta ahora tenían un poder muy importante. 


SEÑOR GALLINAL.- Quería hacer una pregunta al señor Ministro referida a la Dirección General de 
Casinos del Inciso 05 “Ministerio de Economía y Finanzas”, sobre un tema que hemos estado 
conversando largamente en los últimos días a nivel de la bancada de Senadores del Partido Nacional y 
entendemos que esta es la instancia propicia para hacer el planteamiento porque nos urge y 
consideramos que nuestra responsabilidad es velar por los intereses del país y del Estado en la 
materia. 


Como es sabido -recién se hacía referencia indirectamente al tema- en el Uruguay, a partir 
de la expropiación del Hipódromo Nacional de Maroñas -que pertenecía al Jockey Club- 
luego de una licitación llevada adelante durante la Administración del Presidente Batlle, se otorgó a una 
empresa que se presentó la concesión para la explotación del juego de carreras. Como está 
comprobado prácticamente en la enorme mayoría de los hipódromos del mundo que esa es una 
actividad que no tiene carácter superavitario, se completó la licitación concediendo, a través del mismo 
pliego, la explotación de salas de slots o de máquinas. La empresa Hípica Rioplatense ganó la 
licitación y hoy está desarrollando ambas actividades; ha reconstruido un hermosísimo hipódromo y 
tiene la administración de cuatro salas de máquinas... 


SEÑOR MINISTRO.- ¡Cinco salas! 


SEÑOR GALLINAL.- ...y la explotación de una quinta que ya está en funcionamiento. O sea que son 
cinco salas. 


Como consecuencia de esa situación, en el Uruguay se ha producido una suerte de vacío 
porque antes existían el Estado, el encargado de explotar el juego -el Jockey Club- y también, 
otorgadas por ley, competencias para establecer o fijar el desarrollo de la actividad hípica en su 
conjunto. 


Un censo que se realizara hace pocos años ha puesto de manifiesto el acierto de aquella 
decisión adoptada durante la Administración del Presidente Batlle de realizar una licitación de estas 
características porque, además de recursos importantes para el Estado se generan, en forma directa o 
indirecta, aproximadamente 50.000 plazas de trabajo. O sea que es una industria exitosa que se viene 
llevando adelante en forma muy correcta. 


Además quiero resaltar, señora Presidenta -nobleza obliga- que desde que el señor Javier 
Cha asumió en la Dirección General de Casinos, esa repartición y el Ministerio de Economía y 
Finanzas le han prestado una atención singular a la temática, lo que se ve con muy buenos ojos por 
parte de quienes participan de la actividad porque es importante que el Estado esté detrás de todo 
esto. En realidad, la Dirección General de Casinos, en representación del Estado y del Ministerio de 
Economía y Finanzas, actúa como contraparte en un contrato surgido de una licitación que liga a 
Hípica Rioplatense con el Estado. Sin embargo, no existe más un organismo rector del turf, esa 
competencia no está atribuida a ninguna institución y, entonces, salvo los impulsos importantes y 
también singulares que surgen desde la Dirección General de Casinos -en administraciones anteriores 
no se había detenido tanto la mirada en estos temas desde esa Dirección General, aunque sí por parte 
del Estado, que ¡vaya si lo habrá hecho!- no hay nada más. 


Eso está generando una suerte de vacío que hoy deriva en un problema muy importante, y 
eso es a lo que me refiero. Hípica Rioplatense no es otra cosa que la concesionaria que explota el 
juego de carreras y, obviamente, representa a una empresa que tiene vínculos en materia de turf a 
nivel internacional. Quiere decir que tiene intereses en el tema, no obstante lo cual, por sí y ante sí 
compareció ante una asociación internacional de turf que nuclea a todos los países del mundo, y 
asumió la representación del turf uruguayo en una decisión que a nosotros nos genera un rechazo, 
porque allí hay una contraposición de intereses muy fuerte. Allí se juegan intereses económicos de la 
propia empresa que a veces están en contradicción con los de la hípica nacional y del Uruguay en su 
conjunto. Entonces, mal puede la empresa concesionaria asumir la representación del Uruguay en esa 
materia y comprometer el futuro del turf nacional. 


Claro, tenemos una omisión: no hemos creado una institución, un ente, una persona de 
Derecho Público no estatal o una persona jurídica y tampoco le hemos atribuido las competencias a 
ningún Ministerio para que asuma esa representación nacional e internacional en esa materia y 
defienda al turf en su conjunto. Así, nos encontramos con que representantes de esa empresa estarán 
presentes en una reunión que se va a celebrar en París en los primeros días del mes próximo y en 
futuras instancias -de acuerdo a elementos que han aparecido en la prensa en el correr de las últimas 
semanas- por lo que consideramos que van camino a comprometer los intereses del turf nacional en un 
parecer que no es compartido por mucha gente directamente involucrada, e incluso por gremiales 
fuertemente representativas en esta materia. 


Hemos trasladado el tema al señor Director General de Casinos, pero eso fue a título 
personal; hemos tenido muy buena receptividad y dialogamos al respecto. Siempre hemos encontrado 
abiertas las puertas de su despacho para conversar sobre estos temas, pero lo hemos hecho como 
una persona más; hoy queremos hacerlo institucionalmente porque nos preocupa que se comprometa 
el futuro del turf nacional, después del esfuerzo enorme que el Estado uruguayo hizo, está haciendo y 
piensa seguir haciendo en esta materia en los próximos años. En varias oportunidades, hemos tenido 
el honor de contar con la presencia del señor Ministro de Economía y Finanzas en el Hipódromo; antes 
no era común ver a los Ministros de esa Cartera en ese ámbito. 


Por lo tanto, va a haber una necesidad -en esto coincidimos con el Director General de 
Casinos- de crear esta figura jurídica para que represente los intereses del turf, pero mientras ello no 
suceda, ¿qué va a pasar? Nosotros como partido no podemos permanecer en silencio ante el temor y 
la preocupación de que se comprometan los intereses del país. A nuestro juicio, hasta tanto no se cree 
esa institución, las únicas personas habilitadas a asumir la representación del Uruguay en esa materia 
son la Dirección General de Casinos o quien nombre el Poder Ejecutivo, pero nunca un organismo o 
una institución privada que está cumpliendo muy bien con sus obligaciones y, más allá de las 
diferencias coyunturales que se puedan plantear, ha generado un excelente hipódromo. Si bien no voy 
a extenderme en explicar cuáles son los enormes perjuicios que va a causar a la hípica nacional esa 
decisión que va camino de adoptarse -porque sería abusar del tiempo de que disponen los integrantes 
de este Cuerpo- quiero decir que hoy tenemos este temor y esta preocupación -que son gravísimos- y 
como partido sentimos la responsabilidad de traer el tema y trasladárselo al señor Ministro de 
Economía y Finanzas, quien va a contar con un muy buen asesoramiento de parte del Director General 
de Casinos. El daño que se puede generar en la aceptación de la decisión que va camino a adoptarse 
puede llegar a ser irreversible. 


Señora Presidenta: hoy el Ministerio de Economía y Finanzas y su Unidad Ejecutora, 
Dirección General de Casinos, es la que está más involucrada en el tema, la que tiene diálogo 
permanente con las partes, la que se ha interesado en todas las circunstancias por la suerte de la 
hípica nacional, por esta industria y por estas 50.000 fuentes de trabajo y hasta tanto no se decida 
oficialmente la creación de un instituto, Uruguay estará representado por el Poder Ejecutivo, que 
tomará la decisión sobre a quién otorgarle esa representación; a nosotros no nos corresponde decir 
quién puede ser, pero sí señalo que el diálogo con el Director General de Casinos ha sido muy fluido y 
nos consta que él conoce en profundidad el tema que hoy estamos planteando. 


SEÑOR MINISTRO.- Quiero decir que frente al planteamiento del señor Senador Gallinal se generan 
tres reacciones. 


En primer lugar, sensibilidad respecto al tema planteado en el sentido de quién debe 
representar a nuestro país y a la hípica nacional en estas instancias internacionales. 


En segundo término, apertura para considerar proyectos, iniciativas o modificaciones de 
carácter legal que vengan a sustituir la vieja estructura que desapareció con la extinción del Jockey 
Club, por otra en la que se pueda encontrar una nueva institucionalidad para el funcionamiento de la 
hípica. 


En cuanto a la situación actual y a la capacidad de nuestra Dirección General de Casinos para 
representar o no al país en instancias internacionales, corresponde que se refiera al tema el señor 
Javier Cha, porque tiene muchos más elementos de juicio. En cualquier caso, manifiesto la disposición 
y apertura del Ministerio para encontrar los caminos que conduzcan al mejor resultado para el país. 
Obviamente, el hecho de que el Ministerio haya decidido impulsar esta actividad, no quiere decir que el 
Ministro, en primera persona, sea un especialista; ni siquiera es un aficionado al turf. Esto muestra que 
se puede entender la relevancia de una actividad sin ser parte de ella. Mi presencia allí es 
normalmente por convocatoria expresa del señor Director General de Casinos a algún evento, pero no 
porque mi afición esté orientada en particular a la hípica. Los domingos y a veces los sábados, me toca 
ir a otro tipo de actividades, deportivas también, pero no precisamente de hípica. 


SEÑOR CHA.- La inquietud del señor Senador es muy válida y, si bien es cierto que hemos 
conversado sobre esto en privado, es un tema en el que se plantea un gran desafío. 


A partir de la licitación para la concesión del Hipódromo Nacional de Maroñas se generó, en 
la hípica uruguaya, la sensación de que es el hipódromo más importante, el motor fundamental de toda 
la industria y el factor de desarrollo excluyente de todo cuanto tiene que ver con el turf a nivel nacional. 
Tal como convinimos, el turf a nivel nacional es lo que ha inspirado al Gobierno y al Estado en distintos 
momentos del país a involucrarse fuertemente y no representa únicamente una dimensión deportiva 
de carreras de caballos, sino todo un subsistema económico, social y de construcción y generación de 
oportunidades muy importante en el contexto general de la producción y el país. Reitero que tiene una 
dimensión social muy importante. 


Basta decir que los dos hipódromos que hemos recuperado -el Hipódromo Nacional de 
Maroñas y el Hipódromo de Las Piedras- constituyen ejes y la columna vertebral del plan de desarrollo 
social que tiene el propio Gobierno, ya que se encuentran en dos zonas involucradas en el Plan Siete 
Zonas. Tanto a nivel local como central, se hará una fuerte inversión que requerirá una coordinación 
interministerial sin precedentes y que, como dije, tendrá como columna vertebral, como ejes y centro 
emisor de políticas sociales y de desarrollo urbano, a dos de los hipódromos que hemos recuperado. El 
impacto que esto tendrá a nivel del contexto urbano inmediato es fortísimo para los barrios que rodean 
tanto al Hipódromo Nacional de Maroñas como al Hipódromo de Las Piedras. 


A continuación me referiré al desarrollo de la actividad y al enfoque que socialmente se da al 
funcionamiento y la participación del Hipódromo Nacional de Maroñas. 


En el contrato de concesión del Hipódromo Nacional de Maroñas se destacan dos partes: por 
un lado, la empresa privada, que se encarga tanto de la operación y el funcionamiento del hipódromo 
como de realizar las inversiones imprescindibles para el desarrollo del proyecto hípico; y, por otro, el 
Estado que en su modelo primitivo simplemente auditaba y efectuaba el control administrativo de lo 
que sucedía allí, en términos de lo que era el funcionamiento económico del emprendimiento. Ahora, 
facultado legalmente, ha pasado a tener políticas activas en el desarrollo del turf a nivel nacional y, en 
particular, en el principal motor de desarrollo, que es el Hipódromo Nacional de Maroñas. 


Si tuviera que hablar en términos de producto bruto, diría que el Hipódromo Nacional de 
Maroñas, que es tan importante, representa el 95% de la actividad; es el embajador del turf uruguayo y, 
a nivel internacional, es un hipódromo que tiene visibilidad. ¿Qué sucede? El señor Senador Gallinal 
tiene razón cuando plantea que hay una suerte de ausencia o de debilidad en la forma en que 
aparecen representados los principales actores sociales de la actividad, llámense propietarios, 
criadores, entrenadores y jockeys. Ahora bien, a la hora de incidir, formular políticas, iniciativas o 


propuestas y controlar, esta participación presenta dos problemas: el primero pasa por el hecho de que 
quizá la institucionalidad que tenemos hoy en día no sea la mejor o la acorde para tener más fuerza y 
protagonismo y el segundo es su propia debilidad institucional. 


En lo que tiene que ver con la situación social que se genera en los actores del turf, que 
siempre es un poco caótica, las organizaciones, como colectivo, no han tenido suficiente desarrollo, 
consolidación, capacidad para adquirir solidez y un funcionamiento tal que les permita como grupo de 
presión en el lobby tener incidencia en lo relativo a las decisiones que se adoptan en el modelo hípico 
que hoy tenemos. ¿Qué sucede? El señor Senador Gallinal ha puesto de manifiesto que le preocupa 
fuertemente el tema de la representación internacional que tiene el turf uruguayo. Cuando se hizo el 
contrato de concesión, en su momento se planteó la urgencia de reconstruir y recuperar Maroñas y el 
turf uruguayo. Al avanzar en otros temas, básicamente apuntamos a ensanchar la base y mejorar 
aspectos de la industria y del desarrollo competitivo, económico y social que tiene que ver con todo lo 
que rodea al sistema productivo del turf. 


De todas maneras, hay elementos que han quedado sin una respuesta acabada y sin una 
formulación consensuada. Como señalaba el señor Senador Gallinal, la representación internacional 
del turfes una organización que tiene como miembros básicamente a los hipódromos. En este caso, el 
hipódromo está concesionado por la empresa privada Hípica Rioplatense, que es quien lo representa 
en ese organismo. 


En este tipo de organismos se toman decisiones que involucran no solo a la empresa, sino a 
todo el turf uruguayo y eso es justamente lo que hay que atender. Podemos ver esa inadecuación 
como fruto de una crisis de crecimiento y, como consecuencia, tenemos que pensar en dos 
direcciones. En primer lugar, debemos resolver políticamente el tema puntual. Se ha hablado con la 
empresa, se han hecho gestiones, se ha generado un estado de discusión a nivel de las fuerzas en 
actividad, se ha contado con la participación de la Dirección General de Casinos y se ha logrado un 
acuerdo con la empresa por el cual lo que allí se resuelva tiene que responder al consenso en las 
opiniones de todos los actores que están representados en la actividad. La empresa no puede avanzar 
en decisiones que comprometan al turf uruguayo, más allá de lo que indique el consenso de los 
sectores de la actividad. Insisto en el hecho de que hay que generar un consenso interno con 
propietarios, criadores, el Estado y la empresa para tomar una decisión que vaya más allá del statu 
quo que hoy justamente tenemos a nivel internacional. 


Asimismo, se plantea un desafío ante la necesidad de avanzar en el terreno internacional, 
porque la globalización no comprende únicamente a otro tipo de fenómenos económicos o 
tecnológicos, sino que también se manifiesta en el turf. ¿Por qué un hipódromo tiene que ser asistido y 
subsidiado en el Uruguay? Porque su mercado interno es tan poco significativo que no sirve para 
alimentar económicamente a un hipódromo de ese nivel. Con el mercado de apuestas que existe en el 
Uruguay, no habría ninguna posibilidad de financiar el gasto operativo del Hipódromo Nacional de 
Maroñas. Sin embargo, a nivel internacional existen posibilidades no solo de encontrar nichos de 
mercado para volver a proyectar al Uruguay como exportador de caballos, sino también de celebrar 
acuerdos con otros hipódromos que permitan realizar intercambios y unificar a nivel tecnológico el 
mercado de apuestas. Esa sí es una posibilidad muy importante para encontrar respuestas económicas 
eficientes ante los desafíos planteados. 


Esa necesidad de internacionalización, es decir, de estar representados internacionalmente, 
existe; vamos a tener que avanzar en los dos puntos en los que estimamos que están centradas las 
debilidades. En primer lugar, hay que encontrar una institucionalidad acorde. Creo que es correcto 
pensar en un consejo nacional del turf, donde estén representados los distintos estamentos con otro 
tipo de envergadura. Lo que tenemos hoy está focalizado únicamente en el Hipódromo Nacional de 
Maroñas y debemos encontrar una dimensión nacional. La Dirección General de Casinos y el Ministerio 
de Economía y Finanzas plantean como política tener un turf integrado para no disgregar, segregar ni 
abandonar al turf del interior, que marca una realidad sumamente precaria, pero hay que rescatarlo e 
insertarlo en un proceso de integración. Creemos que habría que pensar en la creación de un instituto 
o un consejo nacional. A su vez, habría que generar políticas activas de promoción para lograr que las 
propias instituciones alcancen una mayor capacidad de representación, sustentación y solidez como 
organizaciones sociales que representan corporaciones muy importantes en el turf, que han tenido 
muchos problemas para, hoy por hoy, poder despegarse e intervenir eficientemente en estos 


fenómenos. Creo que eso es algo que tenemos que resolver. Puntualmente, la Dirección General de 
Casinos ha discutido con la empresa y ha llegado a un acuerdo que ha sido patentado por ella con una 
carta difundida a nivel público e incluso publicada en revistas de turf, donde queda claro que las 
condiciones de inserción internacional del turf uruguayo deben estar previamente pactadas y 
consensuadas con los distintos representantes de la actividad. 


En síntesis, pienso que esa es la mejor forma de avanzar en este proceso, con tranquilidad y 
sin traumas, manteniéndonos con una actitud vigilante y dando las garantías de que lo podremos 
resolver de esa manera. 


SEÑOR MINISTRO.- Quisiera agregar un comentario. El Poder Ejecutivo envió recientemente, como 
anexo al proyecto vinculado a las nuevas regulaciones sobre el juego, especificamente un capítulo 
relacionado con la Dirección Nacional de Casinos y Juegos -así se va a denominar en el futuro- en el 
que se incluyen disposiciones por las que se asignan responsabilidades legales y cometidos en la 
actividad hípica. 


Quizás la consideración de esa iniciativa sea el marco adecuado para discutir las 
formalidades, algunas cuestiones de representación y la posibilidad de generar una nueva 
institucionalidad en relación con este tema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Correspondería pasar al Inciso 25. 


SEÑOR MINISTRO.- El artículo 272 aprobado por la Cámara de Representantes materializa la 
intención del Poder Ejecutivo de adelantar al 1? de enero de 2014 el aumento previsto para el año 2015 
en el convenio salarial celebrado con los trabajadores de la ANEP. 


En este caso, queremos hacer algunas observaciones de redacción que no modifican 
sustancialmente el proyecto aprobado en la otra Cámara. Simplemente, al comienzo del artículo, en 
lugar de “Asígnase” debería decir: “Increméntese”. Asimismo, proponemos que se elimine la referencia: 
“por única vez”. 


A los efectos de que se comprenda el cambio que proponemos -que, reitero, no es 
sustancial, sino de forma- les acercaríamos el texto que hemos elaborado. 


El artículo 273 es un aditivo incorporado en la Cámara de Representantes. Estamos de 
acuerdo con la intención y la motivación que llevó a promover esta disposición, pero quisiéramos hacer 
un par de comentarios. 


En primer lugar, se debe tener en cuenta que una parte importante de las obras, es decir, los 
proyectos de construcción que lleva adelante la ANEP, no los hace directamente, sino mediante 
instituciones públicas de Derecho Privado. En ese sentido, en la última frase del artículo se hace una 
referencia exclusiva y se dice: “si hubieran sido realizadas directamente por la Administración Nacional 
de Educación Pública.” Consideramos que ese párrafo debe ser revisado y a esos efectos también les 
acercaremos una versión revisada indicando lo que debería expresar el artículo. Por otra parte, 
entendemos que por razones técnicas y de viabilidad de los proyectos de participación público privada 
-a lo que se refiere el artículo 273- el 20% al que se hace referencia quizás está un poco por encima de 
lo que las condiciones operativas y de viabilidad permiten, por lo que sugerimos un porcentaje inferior, 
es decir, la mitad. 


Insisto: solamente queremos aportar comentarios que tienen que ver con nuestro acuerdo 
con la normativa y con algunas variantes de redacción del artículo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- ¿Hay algún otro comentario sobre las disposiciones correspondientes a los 
organismos del artículo 220? 


SEÑOR MINISTRO.- En principio, además de los comentarios que acabo de hacer sobre la ANEP, no 
hay otro tipo de consideraciones de nuestra parte. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasaríamos a analizar el Inciso 21. 


SEÑOR MINISTRO.- Solicito que se ceda el uso de la palabra al economista Borchardt para que haga 
referencia a los artículos iniciales del Capítulo “Subsidios y Subvenciones”. 


SEÑOR BORCHARDT.- En la propuesta original del Poder Ejecutivo se había asignado una partida de 
algo más de $ 7:000.000 para fortalecer los subsidios y subvenciones y la Cámara de Representantes 
procedió a su distribución. En realidad, no se trata de un incremento de gastos porque corresponde a 
una trasposición que se hizo de una vieja partida asignada a la capitalización de la Agencia de Vivienda 
cuando esta no existía, por lo que entendimos que era conveniente usarla para los subsidios y 
subvenciones, como también para el fortalecimiento de los recursos del Sirpa en cuanto a las 
inversiones. 


Sobre este punto no hay más observaciones que realizar. 


SEÑOR GALLINAL.- En cuanto al artículo 314, tenemos un incremento de las partidas. ¿Hay alguna 
modificación en los beneficiarios? Pregunto si hay nuevos o si se eliminó a alguno. 


SEÑOR BORCHARDT.- En el artículo 313 se eliminó a cuatro organismos beneficiarios porque la 
Cámara de Representantes entendió que no correspondía que estuvieran. No tenemos más 
información que la que acabo de mencionar. Tampoco hicimos un cotejo del listado para ver si se 
agregó algún otro beneficiario; con gusto podemos hacerlo y facilitarle dicha comparación en el día de 
hoy. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Las cuatro organizaciones que se eliminaron son las siguientes: Escuela de 
Fútbol Infantil “Pelota de trapo”, Asociación de Fibromialgia, Asociación de Padres de Autistas de 
Maldonado y Centro VIRCHOW - Cooperativa de inclusión social. 


De todos modos, más adelante podremos tener las razones por las cuales la Cámara de 
Representantes eliminó estas organizaciones. 


SEÑOR BORCHARDT.- En realidad, lo que nos informó la Cámara de Representantes es que dio de 
baja a estas cuatro instituciones del beneficio, seguramente por no haber podido cumplir con las 
formalidades para hacer uso de él. No olvidemos que se trata de instituciones muy chicas que tienen 
dificultades para hacer solicitudes y rendir cuentas, y no hicieron uso del beneficio en los últimos dos 
años. 


SEÑORA PRESIDENTA.- De todos modos, esperamos el listado con esta información a fin de facilitar 
el trabajo. 


Si el señor Ministro está dispuesto, podemos comenzar a tratar la Sección VII, “Recursos”. 


SEÑOR MINISTRO.- El primer artículo de este capítulo será explicado por el Jefe de la Asesoría 
Tributaria del Ministerio, contador Fernando Serra. 


SEÑOR SERRA.- El artículo 316 refiere al Parque Científico y Tecnológico de Pando, que fuera creado 
por el artículo 251 y siguientes de la Ley N* 18.362, de 16 de octubre de 2008, la que también le 
concedió beneficios tributarios asociados a la Ley de Inversiones. Estos beneficios responden a 
aquellos estímulos de carácter general, que son exoneraciones del Impuesto al Patrimonio y del 
Impuesto al Valor Agregado, pero no resultan suficientes para estimular a este polo de desarrollo. Por 
lo tanto, con este artículo 316 el Poder Ejecutivo está promoviendo otorgar a ese polo de desarrollo el 
mismo tratamiento tributario que tiene la Agencia Nacional de Investigación e Innovación. En ese 


sentido, en su inciso primero esa disposición declara que el Parque Científico y Tecnológico de Pando 
estará exonerado de todo tributo nacional con excepción de las contribuciones especiales de la 
seguridad social. El inciso segundo le otorga el mismo tratamiento que hoy tiene la mencionada 
Agencia en materia de contabilidad, estatuto de personal y los contratos que pueda celebrar. 


En lo que refiere a los artículos 317 y 318 pediríamos autorización para dejar en uso de la 
palabra al economista Borcharat. 


SEÑOR BORCHARDT.- Estos artículos refieren al régimen de donaciones especiales y, como se 
recordará, en oportunidades presupuestales anteriores se introdujeron importantes cambios y un 
ordenamiento de todo este régimen que valoramos muy positivamente. En esta ocasión hemos 
continuado con ese proceso de ordenamiento del cual todos vamos aprendiendo. 


Los cambios que se han introducido en la propuesta del Poder Ejecutivo y que no fueron 
modificados en la Cámara de Representantes refieren a que en el artículo 317, que modifica el artículo 
79, en el literal B) del numeral 1) se está estableciendo la posibilidad de que accedan al beneficio no 
solo aquellas instituciones privadas cuyo objeto sea la educación primaria, secundaria y técnico 
profesional debidamente habilitadas y que atienden efectivamente a las poblaciones más carenciadas, 
sino también -a eso apunta la segunda parte del artículo- para financiar infraestructura educativa de las 
instituciones que, con el mismo objeto, previo a solicitar su habilitación, presenten su proyecto 
educativo a consideración del Ministerio de Educación y Cultura. Quiere decir que se abre la posibilidad 
para que otras instituciones, que todavía no existen pero que tienen un proyecto educativo para 
atender población carenciada, puedan recibir este tipo de donaciones. 


Asimismo, se agregan algunos beneficiarios en la propuesta del Poder Ejecutivo y solamente 
voy a mencionar los que se incluyeron en esta oportunidad. En el numeral 2) Educación terciaria e 
investigación, se agrega la Universidad Tecnológica que se creó recientemente por analogía con otro 
tipo de instituciones que ya estaban incorporadas. 


En el numeral 3) Salud se agrega a la Fundación Peluffo Giguens y la Fundación Dr. Pérez 
Scremini -se da una incidencia al Hospital Pereira Rossell para la cooperación en los proyectos con 
esas dos Fundaciones- al Centro de Rehabilitación de Maldonado -Cerema- al Cottolengo Don Orione 
y alas Pequeñas Hermanas Misioneras de la Caridad. 


En el numeral 4) Apoyo a la niñez y la adolescencia, se agregan tres organizaciones: el Centro 
Educativo Los Pinos, la Fundación Salir Adelante y la Fundación Tzedaká. 


En lo relativo al literal 6) Rehabilitación Social, se agrega el Patronato Nacional de 
Encarcelados y Liberados. 


En el último inciso del artículo se señala que aquellas instituciones que no reciban donaciones 
o no cuenten con proyectos aprobados y vigentes en un período de dos años, dejarán de integrar la 
lista precedente. Con esta acción se quiere evitar que haya instituciones que en alguna oportunidad 
fueron incorporadas a la lista y después se perpetúan sin que tengan actividad. 


En el artículo 318 se propone incorporar un párrafo final que establezca que para aquellas 
instituciones que no estén mencionadas en el listado a texto expreso, deba hacerse una evaluación en 
cuanto al tipo de institución de que se trate y la sustentabilidad del proyecto que se estaría financiando; 
mal haríamos en apoyar proyectos que al poco tiempo eventualmente no serían sustentables. 


Era cuanto quería manifestar en relación con el régimen de donaciones especiales. 


SEÑOR SERRA.- El artículo 319 refiere a las exoneraciones del Impuesto a la Renta de las 
Actividades Económicas para aquellas actividades que se desarrollan en los recintos aduaneros, 
recintos aduaneros portuarios, depósitos aduaneros y zonas francas, con respecto a mercaderías que 
no tienen por origen ni destino el territorio aduanero nacional. Lo cierto es que la norma en vigencia 


acota esa exoneración para las personas jurídicas no residentes. Con esta propuesta eliminamos esa 
distorsión y extendemos la exoneración a las personas jurídicas residentes en territorio nacional. 


El artículo 320 realiza un ajuste en materia del Impuesto al Valor Agregado en lo que refiere a 
las entregas realizadas por las empresas a los dueños o socios. Estas operaciones se asimilan a las 
operaciones a título oneroso, por lo que la ley declara que están gravadas por el IVA. La propuesta 
consiste en que también se asimilen a dichas operaciones y, por lo tanto, se graven por el IVA las 
afectaciones y el uso privado que hagan los accionistas de las sociedades anónimas. 


El artículo 321 realiza un ajuste a la Ley N* 16.492, de 2 de junio de 1994, a través de la cual 
se establecía un régimen de devolución de impuestos indirectos a las exportaciones. Los señores 
Senadores recordarán que esta ley en su artículo 3% había implementado un régimen transitorio para 
que el Poder Ejecutivo reglamentara la devolución de los impuestos indirectos que se integraban a las 
exportaciones en base a un porcentaje. Desde el año 1994 a la fecha, este régimen transitorio se 
siguió implementando, pero justamente por su carácter transitorio no tenía facultades de tipo legal. En 
esta instancia, se quiere otorgar facultades legales al Poder Ejecutivo para que esta implementación de 
devolución de impuestos indirectos se haga por un porcentaje sobre el valor FOB y alineado con las 
directrices de la Organización Mundial del Comercio. 


Con relación a esta disposición y en base al articulado aprobado por la Cámara de 
Representantes, propondríamos al Cuerpo introducir un vocablo para que el costo de los bienes 
terminados y semielaborados sean industrializados, de manera tal que no quede la menor duda de que 
este régimen de devolución de impuestos indirectos no refiere a la exportación de productos en estado 
primario. En todo caso, vamos a hacerle llegar al Cuerpo el texto propuesto. 


SEÑOR GALLINAL.- En el numeral 4) Apoyo a la niñez y la adolescencia del artículo 317 se 
incorporan otros centros como posibles beneficiarios. Me parece bien que se establezca la posibilidad 
de revisar la vigencia, tal como se expresó. Sé que siempre hay un grado de discrecionalidad, pero hay 
dos instituciones que apoyan a la niñez y la adolescencia, como AUPI y UNPI, que tienen una larga 
tradición y una presencia muy fuerte en esta materia. Reconozco que son objeto de las partidas de 
subsidios y subvenciones, pero eso no quita que puedan acceder a un beneficio de estas 
características porque también tienen centros educativos, sobre todo en barrios carenciados, y todo lo 
realizan con un esfuerzo colectivo -de parte de la institución y de quienes dan su apoyo- a fin de 
cumplir sus cometidos, siempre con recursos escasos como pasa en esos casos. 


SEÑOR MINISTRO.- Como bien mencionaba el señor Senador Gallinal, las dos instituciones a la que 
refirió reciben partidas del régimen de subsidios y subvenciones. Recordarán -y quisiera volver a 
ponerlo sobre la mesa- que cuando hace un par de años, a través de una ley de rendición de cuentas, 
ordenamos las características y la accesibilidad a uno u otro régimen -al de subsidios y subvenciones, 
y al de donaciones especiales- se estableció -nos parece importante mantener el acuerdo- que las 
instituciones beneficiarias de un régimen no participaran del otro. No se trata de una cuestión formal, 
sino que tiene que ver con las características de las instituciones y las capacidades propias que tienen 
para aprovechar el régimen de donaciones especiales. En aquella oportunidad mencionábamos -y 
quiero recordarlo- que hay instituciones en las que organizar o dar prioridad a los procesos de 
recolección de fondos basados en la estructura del régimen de donaciones especiales puede ser difícil, 
contraproducente y hasta terminar desvirtuando sus características de funcionamiento. Esta separación 
entre dos instrumentos que están muy bien manejados y que el Parlamento ha logrado ordenar de 
manera creciente a lo largo del tiempo nos parece absolutamente fundamental. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos a considerar el artículo 322. 


SEÑOR SERRA.- El artículo 322 refiere a las primas de responsabilidad empresarial que se realizan 
en el marco de retenciones salariales a los funcionarios médicos de las instituciones de asistencia 
médica privada de profesionales sin fines de lucro. 


En ausencia de esta norma de carácter interpretativo, estas partidas deberían hacer aportes 
a la Seguridad Social y estarían gravadas por el Impuesto a la Renta de las Personas Físicas. Como 


en el marco de un convenio colectivo existe el compromiso de ceder al financiamiento de estas 
instituciones una parte de los salarios de estos funcionarios médicos, en la medida en que queden 
gravadas por estos dos tributos, no quedaría reflejada su capacidad contributiva y se estaría 
retrayendo de la propia partida que les corresponde. 


Por lo tanto, con carácter interpretativo se está proponiendo que estas partidas no queden 
gravadas ni por los aportes a la Seguridad Social ni por el Impuesto a la Renta de las Personas 
Físicas. 


¿Qué puede suceder? En el futuro, estas partidas pueden reintegrarse a los funcionarios 
médicos o capitalizarse a favor de la institución de asistencia médica. Si se reintegraran a los 
funcionarios médicos, sí se estaría reflejando su capacidad contributiva y pasarían a estar gravadas 
por estos dos tributos. Asimismo, si las partidas fueran previamente capitalizadas y los funcionarios 
médicos enajenaran la otra persona, también quedarían alcanzadas por ambos tributos. 


El artículo 323 establece la derogación del literal E) del artículo 27 del Título 7 del Texto 
Ordenado 1996 y la derogación del literal E) del artículo 15 del Título 8 del Texto Ordenado 1996. Esto 
significa derogar la exoneración que tienen hasta este momento las enajenaciones de títulos al 
portador; en particular las acciones al portador emitidas por empresas pasarían a perder la exoneración 
a partir del 1? de enero siguiente. 


Si el señor Ministro y este Cuerpo lo permiten, queremos proponer un agregado que consiste 
en la sustitución del inciso segundo del literal E) del artículo 38 del Título 7 del Texto Ordenado 1996, 
por otro que diga que se admitiría deducirse del IRPF las cuotas de los promitentes compradores cuyo 
acreedor sea la Agencia Nacional de Vivienda, los fideicomisos que esta administre, el Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, o el Movimiento para la Erradicación de la 
Vivienda Insalubre Rural (Mevir) devengadas a partir del 1% de enero de 2013, que serán deducibles 
bajo las mismas condiciones que las que existen para la deducción de los préstamos con garantía 
hipotecaria. 


SEÑOR FERRERI.- Voy a explicar los artículos 324 a 326. 


El artículo 324 refiere a la forma en que se computa el plazo de prescripción de los tributos 
cuando no es posible para el contribuyente determinar su cuantía. Como establece el Código 
Tributario, el plazo de prescripción de los tributos es de cinco años a partir de que se verifica el hecho 
generador. Pero en algunos casos, los contribuyentes no pueden conocer la cuantía en el momento en 
que se verifica el hecho generador y, cuando la conocen y deberían pagar el impuesto, es posible que 
este ya haya prescripto. Un ejemplo claro y gráfico es el caso de los profesionales universitarios, 
específicamente los abogados, cuando tienen que hacer una regulación de honorarios. Cuando en el 
transcurso de los años conocen la cuantía de sus honorarios y, por lo tanto, la del impuesto a pagar, 
muchas veces ocurre que está prescripto. Este artículo viene a corregir esa situación, estableciendo 
que los plazos fijados para la prescripción de los tributos comenzarán a computarse a partir de la 
terminación del año civil en que el tributo haya quedado determinado. 


El artículo 325 refiere a la posibilidad de autorizar a la Dirección General Impositiva el uso de 
domicilio electrónico, es decir, a aprovechar el avance tecnológico para que el diálogo entre la 
Administración Tributaria y los contribuyentes pueda realizarse por los mecanismos tradicionales de 
notificaciones en los domicilios constituidos, pero también, a partir de este momento, por notificaciones 
electrónicas. Hago entrega de una propuesta modificativa de este artículo para que esta potestad que 
se da a la Dirección General Impositiva también se haga extensiva al Banco de Previsión Social. 


El artículo 326 refrenda el criterio que tradicionalmente tuvo el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo y pone en un plano de equidad a la Administración Tributaria con todos los organismos 
públicos en lo que refiere a la presentación de denuncias penales, en el sentido de que estas, como 
corresponde, sean resueltas y tratadas por la Justicia Penal. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR MICHELINI.- Dado que las reparticiones del Ministerio han presentado una serie de 
inquietudes o de modificaciones para que sean discutidas por la Comisión, a cuyos efectos necesitan la 
firma de algunos Senadores, quizás la Secretaría podría hacerlas llegar para que las firmemos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Aclaro que estamos repartiendo los textos y que después haremos los 
aditivos correspondientes, instancia en la que serán firmados, porque lo más importante es que todos 
los señores Senadores tengan la posibilidad de estudiar los cambios propuestos. 


Corresponde ingresar a la Sección VIII “Disposiciones varias”. 


SEÑOR MINISTRO.- La fundamentación de esta Sección VIII “Disposiciones Varias” que se inicia en el 
artículo 327 será hecha por el profesor Apezteguía, y también la explicación y fundamentación de 
algunos aditivos que se van a presentar. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 327 introduce una modificación a la Carta Orgánica del Banco 
Hipotecario del Uruguay, ajustando la redacción de su artículo 89 de forma de permitirle realizar ofertas 
en oportunidad de los remates judiciales y extrajudiciales hasta por el 90% del valor de tasación del 
inmueble realizada por tasador designado por el propio Banco, en tanto no supere el doble de su valor 
catastral. 


¿Qué ha sucedido? Desde el momento en que se aprobó la modificación de la Carta Orgánica 
del Banco Hipotecario del Uruguay hay una distorsión en el valor catastral porque evoluciona de forma 
distinta al del valor real de los inmuebles. Esto impide al Banco proteger los créditos o participar en los 
remates y, por tanto, podría haber ofertas casi viles y estaría atado de manos para actuar en esas 
instancias. Entonces estamos ajustando la cifra al 90% del valor de tasación del inmueble, en tanto no 
supere el doble de su valor catastral. 


El artículo 328 responde a la necesidad de que los ajustes por revaluación de bienes que ha 
sufrido en el Banco Hipotecario tengan autorización legal para ser capitalizados. El Banco Central ha 
establecido algunas normas respecto a la responsabilidad neta del organismo y, por tanto, exige que se 
proceda a la capitalización de esos ajustes. A esos efectos se requiere norma legal y eso es lo que se 
propone en este caso. 


Si se me permite, señora Presidenta, quiero decir que el Ministro ha hecho referencia a algún 
aditivo que queríamos proponer y, como está vinculado a la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del 
Uruguay, nos pareció adecuado explicarlo en esta oportunidad. 


En ocasión de la modificación de la Carta Orgánica del Banco Hipotecario del Uruguay - 
quienes eran Legisladores en ese entonces lo recordarán- la opción del Poder Ejecutivo, del Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y del Ministerio de Economía y Finanzas fue 
establecer un conjunto de condiciones restrictivas de operación del Banco Hipotecario del Uruguay 
para atender la difícil situación que estaba planteada, a la vez de permitir el proceso de reestructura y 
correr la mínima cantidad de riesgos posibles. Por lo tanto, las actividades del Banco y sus 
posibilidades de fondeo fueron limitadas por la propia Carta Orgánica. 


La situación es bien distinta unos años después, porque tenemos un Banco Hipotecario que 
ha saneado sus finanzas y ha disminuido la morosidad en forma que me animaría a calificar de inédita 
e impresionante en los últimos años. Por otro lado, el conjunto de las acciones tomadas en el área de 
la vivienda plantean la necesidad de que esa institución actúe cada vez más dando préstamos a las 
familias, para lo que requiere poder realizar fondeos, como cualquier banco. 


El Banco Hipotecario está trabajando en procesos de fondeo y probablemente en la emisión 
de obligaciones que le permita financiar los préstamos en el futuro. Entonces, en la medida en que se 
estaba pensando en ese tipo de instrumentos de fondeo, nos pareció una buena oportunidad para 
autorizar aquellos mecanismos más directos con que cuenta la mayoría -si no la totalidad- de los 
bancos. En ese sentido, se pretende autorizar al banco, además, a tomar depósitos a plazo fijo en 
moneda nacional, unidades indexadas o unidades reajustables. Se apunta a que el Banco no corra 


riesgos como los que corrió, y con muy mal suceso, vinculados con la moneda extranjera y, a su vez, a 
que pueda contraer pasivos en las mismas condiciones con otras instituciones financieras reguladas y 
controladas por el Banco Central del Uruguay. Esto forma parte de la operativa de todos los bancos y el 
objetivo es mejorar las condiciones de liquidez del Banco Hipotecario para permitir el otorgamiento de 
préstamos. 


Por lo tanto, dejaríamos planteadas en este tenor las modificaciones que nos propone el 
Banco Hipotecario del Uruguay y con las que está de acuerdo el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente; simplemente las estamos presentando nosotros porque fuimos los últimos 
convocados a esta instancia. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece oportuno hacer un planteamiento al Ministerio de Economía y 
Finanzas y, en particular, al profesor Apezteguía, referido, precisamente, al Banco Hipotecario. Cabe 
aclarar que ya hicimos un planteamiento similar en el Senado de la República, que fue trasladado al 
Ministerio de Economía y Finanzas y al Banco Hipotecario del Uruguay, y ya que estamos 
introduciendo algunos artículos aditivos en este Mensaje complementario suí géneris, me permito 
trasladar el tema porque creo que se va a compartir nuestra posición respecto al problema. 


Algunos de los empleados a los que se les descuenta la cuota del Banco Hipotecario 
directamente de su sueldo nos han manifestado su preocupación, en primer lugar, por no tener recibo 
sino únicamente una constancia en la liquidación salarial que le otorga la institución a la que 
pertenecen, en la que se aclara que se les descontó equis cantidad de dinero por concepto de Banco 
Hipotecario. Parece de toda lógica que a quien paga se le otorgue un recibo por ese concepto. A su 
vez, no tienen mayor idea de cuánto llevan abonado ni de cuál es el saldo que les queda por pagar. 


Por lo tanto, pensamos que sería de justicia instrumentar un sistema -esto fue lo que 
oportunamente propusimos en el Senado con traslado a las autoridades ministeriales y bancarias 
correspondientes- por el cual, no digo todos los meses pero sí en forma semestral o una vez al año, el 
Banco Hipotecario del Uruguay le otorgue a cada uno de los promitentes compradores recibo de lo que 
pagaron en el año y una liquidación en la que se establezca cuál es el saldo pendiente de pago. Creo 
que todo pagador tiene derecho a recibir una información de estas características. 


Reitero que esta preocupación que escuchamos en varias oportunidades nos llevó a plantear 
el tema ante el Senado. Me parece que esto se podría solucionar a través de la inclusión de un artículo 
dentro de “Disposiciones Varias”, o bien lo podría resolver el propio Ministerio en contacto con las 
autoridades del Banco Hipotecario del Uruguay. Cualquiera de los instrumentos nos sirve, con tal de 
darle solución a esta problemática que planteamos hace prácticamente un año. 


SEÑOR MICHELINI.- Independientemente del instrumento que se constituya para que la gente esté 
informada y tenga los recibos correspondientes, sería importante también que, en este tipo de 
operaciones en las que se descuenta el pago de la vivienda vía el salario -en las que, muchas veces, el 
empleador retiene el dinero del funcionario o del trabajador pero este no sabe si efectivamente se lo 
vuelca al Banco Hipotecario del Uruguay- la institución informe rápidamente a la persona que el 
empleador no efectuó el pago y que, por lo tanto, está en deuda. Creemos que está muy bien tener los 
recibos, pero también es conveniente que el empleado sepa rápidamente que, aunque le estén 
descontando, está en deuda. Por eso pienso que habría que instrumentar -no sé si debe hacerse por 
ley- algún mecanismo que permita rápidamente a una persona saber que está en deuda. 


SEÑOR MINISTRO.- Entiendo que en el planteo del señor Senador Gallinal hay una preocupación por 
la forma en la que operan, no solo los pagos al Banco Hipotecario del Uruguay, sino todos los sistemas 
de débito en cuenta. A este respecto conviene aclarar que, normalmente, el deudor -que tiene la 
obligación de pago- recibe la factura sobre lo que va a pagar y se le realiza el débito en cuenta, no 
obteniendo otra constancia de recibo más que el débito en cuenta. Por lo tanto, no me parece que sea 
un problema específico del Banco Hipotecario del Uruguay. No obstante, entendemos que en todo ese 
tipo de regímenes está faltando la constancia de pago y la certeza, por parte del que pagó, de que 
quien le hizo el débito efectivamente cumplió con la cancelación de la obligación asumida. En ese 
sentido, la emisión del recibo es la constancia ya no de que pagó sino de que el dinero llegó a manos 
del acreedor. 


Quizá se podría pensar en una normativa que favorezca y elimine esta incertidumbre en el 
sentido de que para quien efectúe pagos por esta vía -débito, cuenta o tarjeta- y ante la falta, 
en el momento de la emisión, de un recibo por la obligación que está pagando, se considere que el 
pago realizado por medio de débito constituye el recibo de cumplimiento de la obligación. Entiendo el 
problema formal, pero creo que no solo se da con las cuotas del Banco Hipotecario del Uruguay sino 
que es un problema más general, y tiene que ver con la forma en la que operan los sistemas de débito. 
Normalmente estamos acostumbrados a recibir las facturas y la única constancia que tenemos es que 
se hizo el debido en la cuenta bancaria o de una tarjeta, pero quien hizo el registro del débito no emite 
recibo de pago. Me parece que el problema es más amplio. 


Entiendo lo que plantea el señor Senador Gallinal y si fuera un problema sustantivo 
tendríamos que pensar qué tipo de solución dar a quien pagó de ese modo; al no obtener el recibo 
instantáneamente, se podría darle una constancia del depósito que se efectuó. De cualquier manera, 
existen muchas instituciones que emiten las facturas y los recibos de pago en la página web después 
de establecidos los débitos, pero quizás no sea el caso de la institución sobre la que estamos 
hablando. 


SEÑOR GALLINAL.- Sin duda, lo que plantea el Ministro no solamente es correcto, sino que abarca 
una problemática más amplia y, en algún momento, tendremos que buscarle una instrumentación. En 
primer lugar, hice el comentario porque se estaba hablando del Banco Hipotecario. En segundo 
término, me estaba refiriendo específicamente a los descuentos que se hacen en forma directa del 
salario, no de los pagos que se puedan hacer a través de las distintas redes de pagos. No olvidemos - 
por eso digo que comparto totalmente lo que ha dicho el señor Ministro- que el que paga mal, paga dos 
veces. No podemos establecer por ley que si pagó en una red de pagos, significa que canceló su 
obligación. Esto se efectiviza si la red de pagos después entrega el dinero a quién debe. En principio 
es así, salvo que establezcamos una norma que diga lo contrario. Reitero: “Quien paga mal, paga dos 
veces”. En estos casos, puede suceder que haya un desvío; lo que dice el señor Senador Michelini es 
de recibo y habría que implementarlo. En la mayoría de estos casos es el propio Estado el que está 
descontando de los sueldos para pagarle al Banco Hipotecario. Se supone que con el Estado no van a 
suceder esas cosas, pero el profesor Apezteguía no lo descarta. Estoy de acuerdo con lo que dice el 
señor Ministro; simplemente quería señalar que no me estaba refiriendo al tema en su conjunto, sino al 
descuento que se hace sobre los sueldos. Por supuesto que el sistema integralmente merece alguna 
suerte de normativa que la regule, porque esa forma de pago se va extendiendo cada vez más y, en 
consecuencia, los riesgos son más grandes. ¡Cuántas veces nos hemos enterado, a nivel del Banco de 
Previsión Social, de los famosos intermediarios o corredores que iban recaudando mes a mes para 
hacer el aporte y un buen día desaparecían! El que había pagado lo había hecho mal y debía volver a 
pagar. En ese sentido planteábamos el tema. 


SEÑOR MINISTRO.- Partiendo de la base de que hay dudas, con respecto a las certezas que tiene 
que haber en este tipo de transacciones, hay dos cosas que son elementales: el pago que cancela la 
obligación y que quien recibe el dinero efectivamente lo transfiera al acreedor en nombre del cual 
actuó. Si bien acepto el tema de la documentación como un problema, me temo que el esquema de 
utilización de débitos, descuentos en cuenta o eventualmente en nómina, opera bajo el régimen de que 
quien retiene está actuando por cuenta y orden del acreedor. Nadie puede decir que hace un débito de 
UTE, si quien recibe ese débito no tiene un acuerdo con UTE para decir que está actuando por cuenta 
y orden del acreedor; por lo tanto, en el momento en que pagó, le pagó al acreedor y canceló la 
obligación. Insisto en que si el problema es de documentación, para simplificarlo quizás se pueda 
pensar en una normativa que permita -por ejemplo, en el caso de las modalidades de pago por débito, 
nómina o retenciones- que determinada documentación se acredite como si fuera un recibo. Pero 
quienes hacen descuentos en nómina o en cuenta actúan por cuenta y orden del acreedor. Entonces, 
ese problema no existiría. 


Acepto que es bien distinto el caso que planteaba el señor Senador Gallinal, que se refería a 
un ladronzuelo que no actúa por cuenta y orden del acreedor, sino que junta un dinero para pagar una 
factura, pero nunca consiguió un acuerdo de ese tipo ni tiene responsabilidades asumidas con el 
acreedor. Lo que hizo fue timar al que le entregó el dinero: se fugó con la plata y no cumplió con su 
obligación. Pero me parece que ese no es el primer caso que mencionó el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- El señor Ministro ya lo sabe, pero le quiero decir que ladronzuelos hay varios. 
Son muchos, no es un caso traído de los pelos. He conocido hechos de esa naturaleza ocurridos hace 
poco. Hay personas que tienen una miniempresa y se dedican a cumplir con la obligación de otro ante 
el Banco de Previsión Social o la Dirección General Impositiva. Un buen día desaparecen y el que 
estaba pagando se entera de que debe lo correspondiente a un año. 


Por otro lado, tengo enormes dudas de que por más acuerdo que pueda existir entre quien 
recibe el pago y la institución, si la entidad que recibe el pago no entrega el dinero correspondiente el 
deudor pueda considerarse libre de obligación. Probablemente ese juicio lo pierda. Repito: el que paga 
mal, paga dos veces, más allá de que pueda recibir algún subsidio. Por eso, considero que ese tema 
tendría que ser objeto de una regulación. 


Quiero aclarar que empecé hablando del tema de los descuentos de los salarios porque 
mucha gente me ha planteado su inquietud al respecto y todos sabemos lo que significa para cualquier 
compatriota la posibilidad de comprar su vivienda. Llegado el caso, se preguntan cómo teniendo 
pagadas dieciocho o veinte cuotas en el Banco Hipotecario, como comprobante solo tienen el 
descuento que figura en su recibo de sueldo, y a ello se agrega que no saben cuánto deben ni cuántas 
cuotas le resta pagar. 


En mi opinión, debemos tener mucho cuidado con la legislación sobre este tema porque por 
más acuerdo que exista entre las instituciones, entre el acreedor y el que recibe el pago, que oficia de 
intermediario, si este último no cumple con su obligación no libera al deudor, salvo que modifiquemos la 
legislación. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En todo caso, tomamos nota del tema. Es verdad lo expresa el señor 
Senador Gallinal; todos los días nos llega la preocupación de la gente en relación con los más variados 
tipos de descuentos. De todos modos, es un punto que debería ser tratado en forma específica. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Me detengo un instante más en este punto, para señalar que el Banco 
Hipotecario envía una carta de saldo anual, donde figuran el saldo y los pagos realizados. Además, se 
puede acceder a esos datos por la página web. 


SEÑOR MICHELINI.- Entiendo que la preocupación mayor surge cuando no interviene el Estado, por 
ejemplo, en el caso de que el Banco Hipotecario descuente la cuota del sueldo de un empleado de una 
empresa privada. Puede darse la situación de que el empresario se vea en una situación acuciante y 
no pague. Por supuesto que es un delito, pero el tema es que puede ocurrir que el empresario quiebre 
y pasen seis meses sin que la persona se entere de que no pagó. Lo mejor sería que esa persona se 
enterara cuanto antes, incluso, por vía electrónica. 


Por supuesto, no es esta la instancia adecuada para solucionar este tema, pero lo mejor sería 
que la persona que cree que está pagando se enterara cuanto antes de que su obligación no está 
siendo cumplida. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Dejamos planteada esta preocupación al Ministerio de Economía y Finanzas 
para que la analice. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- El artículo 329 refiere al tema tan hablado en el último año de las 
encomiendas postales internacionales de entrega expresa. Proponemos una modificación a un artículo 
del año 2011. Con ello se busca dejar en claro cuáles son las circunstancias normales por las que se 
procesa esa encomienda. 


El artículo aprobado en la Cámara de Representantes, en el inciso tercero, establece: “La 
exoneración tributaria prevista en el inciso primero se aplicará bajo circunstancias normales de 
competencia” y simplemente debe decir: “La exoneración tributaria prevista en el inciso primero se 
aplicará bajo circunstancias normales”. Por lo tanto, se eliminaría la expresión “de competencia”. 


A continuación, dice: “El Poder Ejecutivo podrá adoptar, entre otras, las medidas que 
entienda necesarias para evitar que las importaciones efectuadas bajo dicho régimen den lugar a 
alteraciones” -o sea, se salgan de las circunstancias normales- “sustantivas en las condiciones de 
competencia para los sectores de producción y comercio nacionales”. 


Luego se detallan las medidas, que son muy parecidas a las del decreto vigente, pero nos 
pareció oportuno que se les dieran rango legal. El artículo continúa señalando: “Estas medidas podrán 
incluir: 


A) El requisito que cada encomienda sea recibida por una persona física mayor de edad para 
su uso personal y sin fines comerciales. 


B) El establecimiento de una cantidad máxima de encomiendas que puedan ser recibidas por 
una misma persona en un determinado período.” Estamos hablando de una cantidad de encomiendas 
normales. 


Sigue diciendo: “C) La exigencia que el titular del medio de pago coincida con el titular de la 
compra y el destinatario. 


D) La limitación de los tipos de medios de pago que pueden ser utilizados. 


El Poder Ejecutivo podrá requerir a los operadores postales de entrega expresa que 
proporcionen la información necesaria para el ejercicio de las funciones de fiscalización y control 
respectivas, a efectos de otorgar las exoneraciones tributarias previstas en este artículo. 


Las encomiendas comprendidas en el presente artículo no requerirán intervención de 
Despachante de Aduana.” 


Aquí se agrega lo siguiente: “En caso de incumplimiento del presente régimen, y siempre que 
no se configure una infracción aduanera, deberán abonarse los tributos correspondientes a la 
operación de que se trate, dentro del plazo de treinta días desde el ingreso de la mercadería al país. 
Vencido dicho plazo sin que se haya efectuado la operación aduanera, la mercadería se considerará en 
abandono no infraccional”. 


Por lo tanto, se avanza en la definición de un régimen nuevo que corresponde a convenios 
internacionales, pero requiere un rango legal. Obviamente, se hizo la normativa legal, pero la realidad 
exige que se efectúen correcciones; los abogados y los sectores interesados buscan resquicios en la 
legislación para obtener los méritos réditos. 


El artículo 330 es una modificación al artículo 24 de la Ley N* 18.627 que regula las 
actuaciones del Banco Central del Uruguay. Allí se establece: “El Banco Central del Uruguay podrá 
también operar como entidad registrante de cualquier otro tipo de valores de oferta pública, sea su 
emisor una entidad pública o privada”. Actualmente la ley dice que el Banco Central puede hacer el 
registro de valores escriturales y ahora lo extiende a cualquier otro tipo de valores. 


SEÑOR MINISTRO..- Solicitaría que el economista Borchardt haga uso de la palabra para referirse a 
dos aspectos que no están incluidos en el articulado y que probablemente puedan ser incluidos. 


SEÑOR BORCHARDT.- En alguna oportunidad anterior se concedió al Poder Ejecutivo la facultad de 
dar un crédito de hasta seis puntos porcentuales del Impuesto al Valor Agregado para las Instituciones 
de Asistencia Médica Colectiva. En otro momento, se facultó dar un crédito fiscal de hasta diez puntos 
porcentuales de los ingresos de esas lAMC. El Poder Ejecutivo tiene esa facultad hasta el 31 de 
diciembre de 2014. Consideramos conveniente prorrogarla hasta el 31 de diciembre de 2015 a los 
efectos de asegurar la posibilidad de que no se ajuste la cuota mutual por este motivo. 


Cada vez es menos importante este tema, pero entendemos que todavía hay mucha gente que puede 
estar afectada por esta situación. Si los señores Senadores lo entienden conveniente, se podría llegar 
a incluir esa disposición. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Voy a hablar de un par de artículos muy importantes referidos a las 
Administradoras de Fondos de Ahorro Previsional y sus capacidades de inversión. 


Las AFAP tienen un conjunto de posibilidades de inversión, pero lo que no pueden hacer es, 
en oportunidad de la emisión de una oferta, suscribir a futuro un compromiso de inversión. Se hace la 
emisión y quien la hace recibe la totalidad de los fondos de la AFAP o recibe los fondos de esa emisión, 
pero no se puede realizar una emisión que se suscribe a posteriori. Esto implica que quien emite 
obtiene un conjunto de fondos que, obviamente, no puede aplicar en el mismo momento y, por lo tanto, 
eso le genera a su proceso de financiamiento la carga de la diferencia de intereses, porque tiene que 
volver a salir a colocar todo ese dinero que obtuvo hasta tanto lo pueda utilizar con la cadencia de una 
obra o una inversión. Lo que se está haciendo en esta propuesta es modificar el artículo 123 de la Ley 
N* 16.713 para que las AFAP puedan asumir compromisos de inversión con ciertas limitaciones. 
Concretamente, esos compromisos no podrán exceder el 20% del activo del fondo previsional ni ser 
superiores a los 5 años. Esto mejora las condiciones de financiamiento de proyectos productivos en el 
mercado y permite, entre otras cosas, iniciar proyectos de inversiones que implican financiamiento a 
largo plazo, pero también largos períodos para aplicación de la solución. En particular, y como 
referencia, esto contribuye al financiamiento de contratos de participación público privada que se 
puedan requerir, en los que la inversión en obra demora 2 o 3 años, por lo que no tendría sentido 
cargar al inversor con los costos de una emisión sucesiva -que, por otro lado, no da seguridades sobre 
el valor del financiamiento- ni con el costo financiero que implica tener un dinero que no va a ser 
utilizado inmediatamente. Se trata de dos artículos, porque en la medida en que se agrega un 
penúltimo inciso al artículo 123, como hay referencias en el siguiente, el 124, hay que hacerle 
modificaciones. 


SEÑOR ONS.- Voy a explicar los artículos 331 a 334, que son los correspondientes a la Ventanilla 
Unica de Comercio Exterior. 


El proyecto de Ventanilla Única de Comercio Exterior se inició hace algunos años en la 
Dirección Nacional de Aduanas, en el marco de modernización a partir una evaluación o diagnóstico 
que mostró la necesidad de este tipo de instrumento, en tanto buena parte de esas operaciones están 
sujetas a algún tipo de autorización, permiso o certificado emitido por algún organismo público. De 
hecho, en la actualidad tenemos relevados más de cien tipos de permisos y más de treinta organismos 
públicos involucrados en alguna situación relacionada con las operaciones de comercio exterior, ya sea 
de exportaciones o importaciones, así como operaciones de tránsito. 


A partir del año 2010 el proyecto de Ventanilla Única pasó a estar coordinado en conjunto por 
la Dirección Nacional de Aduanas y la Comisión Interministerial para Asuntos de Comercio Exterior - 
Ciacex- en virtud de que tiene una naturaleza claramente interinstitucional y de que se necesitaba el 
involucramiento de distintas instituciones para poder llevarlo adelante. 


Esta no es una iniciativa aislada, sino que se suma a diversas iniciativas relevantes en materia 
de facilitación de comercio que han sido disparadas a partir del proceso de modernización de la 
Dirección Nacional de Aduanas. Estamos en un punto del proyecto de Ventanilla Única de Comercio 
Exterior en el que es necesario definir su institucionalidad, dónde estará localizada exactamente, y 
también algunos elementos centrales en materia de funcionamiento. Hicimos una recopilación 
exhaustiva de la experiencia internacional comparada y una de las tendencias que se observa es que 
en general existe algún tipo de participación privada en la administración y gestión de ventanillas 
únicas. Hay casos extremos en los que las ventanillas son puramente públicas y otros en los que son 
exclusivamente privadas, pero lo habitual suele ser algún tipo de combinación público-privado. En este 
sentido, nos hemos inclinado por localizar la Ventanilla Única de Comercio Exterior y su funcionamiento 
en el Instituto de Promoción de la Inversión y las Exportaciones de Bienes y Servicios, conocido 
habitualmente como Uruguay XXI, y ello obedece a distintas razones. Podemos recordar cuál es la 
integración del Consejo Directivo de este Instituto, en el que están representados todos los Ministerios 
que tienen competencias sustantivas en materia de comercio exterior, como el de Relaciones 


Exteriores, Economía y Finanzas, Industria, Energía y Minería, Ganadería, Agricultura y Pesca y 
Turismo y Deporte; así como también entidades privadas que representan a la industria, al comercio, a 
los trabajadores, a las cooperativas y las pequeñas y medianas empresas. 


En ese sentido, y para no generar una institucionalidad dispersa vinculada al comercio 
exterior, sino para fortalecer la que ya existe en esta materia, entendimos que el lugar más razonable y 
conveniente para localizar la Ventanilla Única de Comercio Exterior era, justamente, el instituto 
Uruguay XXI. No se trata simplemente lo localizarla, sino que entendemos que se deben cumplir 
algunas condiciones para que la localización y el funcionamiento posterior sean efectivos. En tal 
sentido, hemos identificado tres puntos relevantes en esta materia. 


El hecho de localizar la ventanilla en el instituto Uruguay XXl no puede implicar una distorsión 
en las habituales actividades que lleva adelante y que están relacionadas con la promoción de 
exportaciones y la atracción de inversiones. La Ventanilla Única tiene su propia estructura -que si bien 
no es muy grande, tiene cierto nivel de complejidad- y, por lo tanto, creemos que hay que preservar, en 
la medida de lo posible, y separar la función ventanilla única, que tiene una naturaleza específica, de 
las otras que tiene el Instituto, pero que son de naturaleza particular y están relacionadas a la 
promoción de importaciones y atracción de inversiones. Vinculado a esto mismo es que necesitamos 
una ventanilla única dentro del instituto Uruguay XXI con cierto nivel de jerarquización, en el sentido de 
que tenga un referente propio, un responsable directo que sea un interlocutor válido para las distintas 
autoridades de los más de treinta organismos que van a tener que interactuar con ella. Es claro que el 
director ejecutivo de Uruguay XXI cumple con esas condiciones, pero a su vez entendemos que el 
referente o el responsable directo de la Ventanilla Única tiene que ocuparse exclusivamente de eso y 
no puede ejercer otras funciones de significación dentro del Instituto debido a que, en definitiva, lo que 
está en juego es la fluidez del comercio exterior. Lo que se necesita es un responsable permanente 
que pueda ocuparse de aquellas dificultades que surjan y que deben ser resueltas con la mayor 
urgencia. 


Otra condición que creemos importante es que de alguna manera hay que asegurar una 
interacción permanente y sistemática en el ámbito de la Ventanilla Única con el sector privado y con 
otros organismos públicos relevantes, y por ese motivo es que vamos a proponer algún tipo de consejo 
consultivo que esté asociado a la Ventanilla Única y que agrupe a este tipo de instituciones. 


A continuación voy a comentar específicamente el contenido de los artículos 331 a 334. 


El artículo 331 crea la Ventanilla Única y la localiza en el ámbito del instituto Uruguay XXI. 
Asimismo define que su objeto será unificar en un solo punto de entrada, a través de medios 
electrónicos, los permisos, certificados, licencias y demás autorizaciones, documentos e informaciones, 
que se exigen ante y por los organismos públicos para cumplir con los trámites de importación, 
exportación y tránsito de mercaderías. Quiere decir que se está planteando la implementación de una 
Ventanilla Única de Comercio Exterior amplia que abarque todas las operaciones de comercio exterior. 
Asu vez, este artículo prevé una implementación progresiva de la Ventanilla Única; quiere decir que los 
organismos y distintos trámites irán incorporándose de manera paulatina. En tal sentido habrá que 
trabajar con cada uno de los organismos individualmente, llegar a los acuerdos necesarios y ajustar y 
simplificar los procedimientos que tienen para la emisión de sus autorizaciones. Cabe aclarar que la 
Ventanilla Única es simplemente un mecanismo y no implica ningún tipo de modificación en las 
competencias de los organismos que se vincularán con ella, ni mucho menos en sus finanzas tal como 
veremos en un artículo posterior. 


Vamos a proponer un aditivo muy sencillo referido a los artículos 331 a 334, a los efectos de 
que sea posible su entrada en vigencia a partir de la promulgación de la presente ley. Esto obedece a 
que el proyecto está muy avanzado y se encuentra en condiciones de incorporar los primeros trámites 
antes de fin de año. 


El artículo 332 simplemente agrega a las competencias que actualmente tiene el instituto 
Uruguay XXI la de implementar la Ventanilla Unica de Comercio Exterior. 


Por su parte, el artículo 333 se vincula con lo que comenté anteriormente en el sentido de 
que habilita a la Ventanilla Única a cobrar tributos exigidos por otros organismos y volcárselos. Uno los 
servicios que prestará es el de poder pagar en un solo punto los distintos tributos y tasas necesarios 
para las operaciones de comercio exterior. Obviamente, eso determina la necesidad de que la 
Ventanilla Única sea agente de percepción y vuelque lo recaudado a los organismos correspondientes. 
Asimismo, habilita a que la Ventanilla Única pueda cobrar por los servicios que presta. Es claro que sus 
servicios implicarán ahorros relevantes en tiempos y costos para sus usuarios y, por lo tanto, se debe 
prever la posibilidad de que cobre por ellos. 


En lo que tiene que ver con el artículo 334, ha habido una propuesta de eliminación que no 
es compartida. Entendemos que este artículo hace a la esencia del funcionamiento de la Ventanilla 
Única de Comercio Exterior y que es estrictamente necesario mantenerlo. No es suficiente incorporarla 
al instituto Uruguay XXl sino que, además, hay que establecer claramente cómo será su 
funcionamiento. No obstante esto vamos a proponer una pequeña modificación al artículo aprobado 
por la Cámara de Representantes. Lo que establece el artículo 334 se relaciona, en primer lugar, con lo 
que mencioné anteriormente en el sentido de que la Ventanilla Única de Comercio Exterior tenga un 
responsable directo que sea referente en esta materia, interlocutor de los diversos organismos con los 
que interactúe. Por eso se plantea que la Ventanilla funcione con autonomía técnica y sea administrada 
por un Coordinador Ejecutivo propio. La modificación que se está proponiendo es que ese Coordinador 
Ejecutivo no dependa directamente del Consejo de Dirección; recordamos que el proyecto aprobado 
por la Cámara de Representantes establece que el coordinador dependa directamente del Consejo de 
Dirección. Eso no es necesario establecerlo y, de hecho, podría generar alguna confusión. El Instituto 
tiene un Director Ejecutivo que depende directamente del Consejo de Dirección y, por lo tanto, el 
coordinador ejecutivo de la VUSE -su responsable- dependerá de ese Director Ejecutivo. Lo que sí se 
mantiene es el hecho de que sea designado por el Consejo de Dirección, porque entendemos que ese 
es un ámbito adecuado a las funciones de la VUSE a los efectos de designar a su responsable directo. 


Por último, el artículo 334 también establece que se genere un Consejo Consultivo propio 
para la VUSE, dado que el Consejo de Dirección de Uruguay XXI tiene una integración muy amplia, se 
reúne no más de un par de veces al año y se necesita algún grupo más pequeño de interacción 
permanente con composición público-privada a fin de liderar y proponer líneas generales de acción en 
materia de diseño, implementación y funcionamiento de la VUSE. Se entiende que la integración más 
apropiada para ese Consejo es que tenga representantes de la Comisión Interministerial para Asuntos 
de Comercio Exterior, la Dirección Nacional de Aduanas, el Instituto Nacional de Logística, Agesic y 
tres representantes del sector privado, tanto por el lado de los exportadores e importadores como de 
otros operadores de comercio exterior. 


SEÑOR MINISTRO..- Creo que el último artículo que tendríamos que fundamentar es el 335 y solicito al 
economista Borchardt que lo explique. 


SEÑOR BORCHARDT.- Este artículo no pretende reabrir la discusión sobre los descuentos o las 
nóminas, sino que acá simplemente se procura incluir a Mevir en el orden de descuentos sobre salarios 
y pasividades. Esto antes no estaba contemplado y se encuentra en la ubicación adecuada, donde 
figuran otro tipo de descuentos que se otorgan en situaciones similares. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la visita del señor Ministro de Economía y Finanzas y todos 
miembros de la delegación. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 13 y 2 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


